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Señores Representantes Wilson Ezquerra, Presidente, Óscar Andrade, (ad hoc) y 
Luis Puig, Vicepresidente. 


Señores Representantes Fernando Amado, Daniel Placeres y Nelson Rodríguez 
Servetto. 


Señor Representante Pablo D. Abdala. 
Señor Representante Carlos Reutor. 


Por la Cámara de Industrias del Uruguay, Luis Panasco, doctores Juan José 
Fraschini y Pelayo Scremini, Ruben Castro y Gabriel Murara, y por la Cámara 
Nacional de Comercio y Servicios, doctor Diego Yarza. 


Por la empresa Ingener S.A., ingeniero Daniel Vázquez, Director, y doctor Luciano 
Cabana, Gerente de Recursos Humanos, y por la Cámara de la Construcción del 
Uruguay, Jorge Pazos, Secretario General. 


Por la Asociación de Funcionarios Aduaneros (AFA), Basilio Pintos, Secretario 
General, Alfredo Bentancor, Gabriela García, Carmen Pérez y doctor Juan Pablo 
Decia, asesor legal. 


Por Eco Fripur, Jorge Bentancur, Secretario; Ernesto Núñez, Tesorero, y Mariana 


Mendy; por el SUNTMA a Carlos Vega y José Umpiérrez, y Alejandro Uval, asesor 
técnico. 


Señor Francisco J. Ortiz. 


PROSECRETARIA: Señora Lylián Carballo. 


SEÑOR PRESIDENTE (Wilson Aparicio Ezquerra Alonso).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Legislación del trabajo da la bienvenida a la delegación de la Cámara de Industrias del 
Uruguay, integrada por el doctor Juan José Fraschini y los señores Pelayo Scremini, Luis Panasco, Ruben 
Castro y Gabriel Murara, y al señor Diego Yarza, de la Cámara Nacional de Comercio y Servicios. 


Nos gustaría saber cuál es la realidad de ustedes; les hicimos llegar nuestras inquietudes porque tenemos 
varios proyectos de ley a estudio que nos gustaría poder mejorar entre todos para que salgan lo mejor posible. 


SEÑOR PANASCO (Luis).- Soy conocido de algunos legisladores de la Legislatura anterior, y me voy a 
permitir hacer una introducción, quizás un poco profunda. 


En la Cámara de Industrias del Uruguay -donde participamos desde hace ya algunos años- somos tres 
personas las que nos encargamos de la relación con el Parlamento. Cuando salió la ley de responsabilidad 
penal empresarial, en la Legislatura pasada -por la cual vinimos a esta Comisión una cantidad de veces 
porque fue, precisamente, donde nació ese proyecto de ley-, vimos con mucho dolor que de todos los aportes 
que trajimos ninguno fue considerado. Es decir que prevaleció la votación de la mayoría y así nació esa ley. 


Sigo pensando que cuando hay tres partes, las tres deben tener responsabilidad. Considero que es correcto 
que exista la responsabilidad empresarial, pero debería ser equitativa con la responsabilidad de los 
trabajadores y la de los controles del Gobierno. Después que salió esa ley, en la interna de la Cámara de 
Industrias del Uruguay quedamos tan desmoralizados que prácticamente dejamos de operar. 


En lo personal, digo: ¡pobres los países que no tienen Parlamento!; ¡pobres! El Parlamento es el lugar natural 
donde todos debemos hacer aportes, donde todos tenemos el deber de trabajar, pero también deben ser 
considerados los aportes que cada uno hace. 


Esta Comisión tiene varios proyectos, pero ¿dónde están las recomendaciones de la OIT que están por ser 
legisladas? No están. Quiero decir esto con mucha responsabilidad y con mucha claridad: veo con mucho 
dolor que dentro de la propia Cámara de Industrias del Uruguay, en las distintas comisiones, sobre todo en la 
parte laboral, las personas ya no quieren venir al Parlamento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En cuanto a las recomendaciones de la OIT -no sé a cuál se refiere- hay una 
sobre la cual enviamos una minuta de comunicación; recién cuando venga la vamos a volver a tratar, 
pero si quiere tratarla ahora no tenemos problema. 


SEÑOR PANASCO (Luis).- Estoy hablando en general; después vamos a ver cómo nos ponemos a 
trabajar porque esta Comisión es muy importante, pero debemos hacer las cosas paulatinamente; en 
nuestra delegación hay dos técnicos que luego podrán hacer sus aportes. Quizás antes de que se traigan 
los proyectos al Parlamento deberían pasar por otros lugares. El doctor Juan José Fraschini hará 
referencia a esto. 


No soy muy querido aquí adentro, pero de cualquier forma saben lo que pienso; tengo setenta y tres años y a 
esta altura del partido no tengo nada que perder; si un día me dicen que aquí soy persona no grata, no vendré 
más y no tendré ningún problema, pero mientras tenga algunos amigos -que los tengo, también aquí adentro- 
seguiré aportando. 


Sé que quizás estoy fuera de tema, pero después de tantos meses de estar ausentes -sobre todo la comisión de 
relacionamiento con el Parlamento; finalmente convencí al señor Gabriel Murara para que me acompañara 
para ver si de alguna forma se logra un seguimiento de todo esto; sabemos que la vida es inexorable, que 
algún día no vamos a estar y tenemos que formar a los que van a seguir después de nosotros- quiero plantear 
lo siguiente: ¿cuál es el sentido de la parte empresarial? Es importante que también se tome en cuenta que 
prácticamente ya no se quieren hacer aportes porque después no se consideran. Esperemos que el cierre de 
empresas y la falta de empleo en algún momento haga reaccionar en el sentido de que la legislación debe ser 
más ponderada. La legislación es necesaria para todas las partes; hay que establecer claramente los derechos, 
pero también los deberes de todos. Si se hace una legislación equilibrada, bienvenida sea; pero si solo una de 
las partes la tiene que cumplir y las otras no, entendemos que no va a buen puerto. El puerto es -ya lo estamos 
viendo- cómo determinadas empresas no pelean más, pero están tomando determinadas resoluciones - 
lamentablemente- como el retiro de Uruguay, sobre todo de las multinacionales, porque no hay más 
condiciones para seguir operando. Lo digo con toda franqueza y honestidad -no vengo aquí a asustar a nadie-: 
debemos tomar en cuenta que la legislación tiene que ser equilibrada, tiene que crear derechos y deberes para 
todas las partes. 


SEÑOR PUIG (Luis).- Realmente, me parece muy buena la franqueza con que el señor Panasco se 
expresa en esta Comisión con relación a algunos temas que no solo ella sino el Parlamento en su 
conjunto ha entendido que son temas. Como impulsor de la ley de responsabilidad penal del empleador 
-aunque no en exclusividad-, al referirse a ella sentí ganas de pedir la palabra para contestar una 
alusión. 


En múltiples oportunidades recibimos a numerosas delegaciones empresariales y pudimos analizar el primer 
proyecto presentado, al que se le hicieron críticas que entendimos fundadas. En realidad, no solo las cámaras 
empresariales, sino también la academia -distintos catedráticos tanto de la Udelar como de universidades 
privadas- nos hicieron ver las limitaciones del proyecto original. Y como aceptamos esos planteamientos, nos 
pusimos a trabajar con la legislación más avanzada a nivel internacional para tratar de avanzar en la 
definición del delito de peligro, porque claramente entendimos en aquel momento -y entendemos hoy- que 
poner en riesgo la vida de un trabajador tiene que ser un delito. En aquel momento, se nos dijo que la 
consecuencia de esa ley, si se aprobaba, era que habría una enorme cantidad de empresarios presos solo por el 
hecho de serlo. Falso. No hay un solo empresario que haya tenido responsabilidad y que haya ido a prisión. 
Es más, el delito que se planteaba era excarcelable. 


Entonces ¿cuál era -y cuál es- el objetivo? Avanzar en materia de prevención. Las cámaras, que se opusieron 
tenazmente a legislar en un área donde se podía avanzar para resolver la situación de que muriera un 
trabajador por semana, en sus propios documentos oficiales decían que para evadir esa ley había que avanzar 
en prevención. Se hicieron innumerables cursos de prevención, se avanzó en esa cultura y también los 
trabajadores avanzamos, comprendiendo que había dificultades en nuestras filas y que había que avanzar en 
ese sentido. 


Por lo tanto, no es que se haya desconocido el aporte que hicieron las cámaras empresariales porque el primer 
proyecto se descartó. Básicamente, creo que tenemos percepciones distintas sobre lo que aporta y lo que no 
en materia de salud y condiciones de trabajo. En realidad, comparto integralmente lo que el profesor, maestro 
en Derecho Laboral, Barbagelata, decía: que era impensable que hubiera que esperar que los empleadores 
estuvieran de acuerdo en promover leyes de protección a los trabajadores. 


El señor Panasco pinta algunos panoramas sombríos en el desarrollo laboral del país y dice que no nos vino a 
asustar; le responde que estamos curados de espanto. Una transnacional -de esas que dicen tener 
dificultades-, como lo era Gaz de France, despidió a toda la dirección del sindicato y a todo el plenario de 
delegados, y hubo que resistir esa situación durante diez años. Por lo tanto, a esta altura de la vida hay muy 
pocas cosas que nos puedan asustar. 


De todas maneras, sigo considerando importante hacer intercambios con todos los actores: con las cámaras 
empresariales, con el movimiento sindical y con la academia. Ahora bien, desde mi punto de vista, cuando 
hay discrepancias, las mayorías que están establecidas en el Parlamento son legítimas. Y quiero destacar que 
en este caso no fueron mayorías exiguas las que plantearon esa preocupación. 


Algunos legisladores plantearon otras alternativas, y vamos a seguir en la línea de mayor protección a los 
trabajadores, esperando encontrar los mayores consensos en la defensa de la vida del trabajador. 


En algún momento, las cámaras empresariales tendrán que reconocer que se equivocaron cuando vaticinaron 
que esto iba a provocar una larga cadena de empresarios presos. Eso no sucedió. Se avanzó es en la cultura de 
tratar de asociar el trabajo con la vida. Yo creo que esa es una contribución del Parlamento; por supuesto, las 
diferencias son respetables. No se puede pedir al Parlamento que se paralice cuando hay una realidad social 
que muestra que hay un trabajador muerto por semana en accidentes laborales. 


Habría mucho para decir, pero quería aclarar esto porque no es cierto que no se hayan tenido en cuenta los 
planteamientos de las cámaras empresariales; se rechazó todo el primer proyecto y eso contribuyó -debo 
reconocerlo- a que buscáramos una figura que está en las legislaciones más avanzadas del mundo: el delito de 
peligro. 


Creo que esta ley es una enorme contribución y vamos a seguir trabajando en otras, como lo está haciendo la 
Conasat en una ley general de salud en el trabajo, en un fondo de garantía por insolvencia patronal y en 
resolver las dificultades del trabajo nocturno y de los turnos rotativos. Por otra parte, en esta Comisión se han 
planteado los derechos de las personas con discapacidad para acceder a puestos de trabajo, las modificaciones 
referidas a la mano de obra local, y una serie de cosas que nos parece van en la vía de reconocer derechos 


Bienvenidas las discrepancias, pero cuando hay un bien a proteger tan importante como la vida del 
trabajador, rechazo el concepto de que haya que paralizarse cuando no hay acuerdo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está bien debatir sobre estas cosas, pero se trata de asuntos que ya están 
legislados. En todo caso, si la Cámara algún día tiene una corrección para hacer vamos a estudiarla, 
pero me parece que debemos avanzar. Agradezco que nos focalicemos en eso que, a mi modo de ver es 
lo más importante. 


SEÑOR ANDRADE LALLANA (Óscar).- Reafirmamos lo que acaba de señalar el señor diputado 
Puig: no solamente fue cambiado el primer proyecto, sino también el segundo. Recuerdo que en el 
segundo proyecto, el delito de peligro no era siempre excarcelable, y se transformó en un delito 
excarcelable con una pena menor a la que establece, por ejemplo, la legislación española. También es 
menor la pena para quien viola una normativa laboral conscientemente, y pone en riesgo de muerte a 
un trabajador, que para quien viola una normativa establecida para riesgo de incendio, delito que no 
es excarcelable. Todos los demás delitos de peligro que existen en el Código Penal tienen penas 
superiores a este delito que creamos. 


Por otra parte, se modificó lo que refiere a que, habiendo culpa del empresario, no podía responder el Banco 
de Seguros del Estado. Se vuelve al concepto de culpa grave, respondiendo al planteo que hicieron las 
cámaras empresariales. 


Entonces, no es cierto que algunos de los aportes volcados en la discusión no hayan sido incluidos. Nos 
consta que estos cambios se incorporaron, sobre todo en el proceso que se dio en esta Cámara. 


Claramente hubo un cambio que no se incorporó. Si ustedes leyeron la sentencia de la Suprema Corte de 
Justicia acerca de la constitucionalidad de la ley, habrán visto que hay más de dos páginas que refieren a la 
inconveniencia de esta modificación por lo negativo que hubiera sido para la norma desde el punto de vista 
jurídico establecer algo que va de suyo: hablamos de un delito que se realiza a conciencia. Por lo tanto, 
incluir la palabra “deliberadamente” no habría agregado nada y habría generado una enorme confusión. Pero 
ese debate, que tuvo una gran intensidad, en términos jurídicos está laudado por la Suprema Corte de Justicia. 
Se puede hablar de esto en términos políticos, pero jurídicamente no agregaba nada. Esto se aprecia en todas 
las sentencias que ha habido, algunas que refieren a cuestiones de forma, y otras que se centraban en la 
constitucionalidad. ¡Vaya si se habló de la constitucionalidad de la norma! 


Quizá sería bueno detenerse en otro aspecto. Yo vengo de un sector de alta siniestralidad: con un promedio de 
35.000 trabajadores, no se bajó de 14 accidentes mortales en la década de los noventa. En los últimos doce 
meses hubo un promedio de 50.000 trabajadores. ¿Saben cuántos siniestros mortales hubo en estos últimos 
doce meses? ¡Uno! Con un nivel de actividad mucho más alto. ¿Esto es un efecto mágico de la ley de 
responsabilidad empresarial? ¡No! Aquí también influye el Decreto N* 125/014, creado simultáneamente con 
la norma. Pero no tengo dudas de que fue un elemento que contribuyó. Creo que deberíamos celebrar que 
este año se tuvo la siniestralidad más baja de trabajadores de la industria de la construcción. 


El abordaje de los problemas de salud laboral es complejo, y siempre conlleva elementos contradictorios. 
¡Vaya si es así! Ayer recorrí la planta de Riogás. Uruguay todavía no tiene legislación que establezca cuál es 
el mínimo tolerable de gas en el ambiente; hay que ir a normas internacionales. La trabajadora doméstica 
todavía no tiene reglamentado sobre el trabajo en altura, ejemplo que se puso en ocasión de discutir la ley de 
responsabilidad penal de los empleadores. ¡Si habrá que avanzar en salud laboral! Y hay que avanzar 
considerando los aportes de todos. 


La ley que se aprobó no fue la que planteaba el movimiento sindical; me constan los recortes que se hicieron 
a esa propuesta porque los tuvimos que asumir. Tampoco es lo que pretendía el movimiento empresarial, pero 
también se incorporaron algunos aspectos que plantearon. 


Tenemos que ver cuál fue el resultado de la norma en la cancha. Se iniciaron juicios a partir de la vigencia de 
la ley; yo conozco por lo menos una decena. En algún momento, no hoy, me gustaría detallar cada una de las 
circunstancias que provocaron que se entablaran juicios, por los que no hubo ningún procesado sin prisión, 
pero estoy convencido de que ninguno de quienes están aquí diría que en esas condiciones no habría que 
generar algo más que una multa. 


SEÑOR AMADO (Fernando).- Celebro la frontalidad y honestidad del planteo de la delegación; me 
parece muy importante y positivo que en todos los ámbitos esas sean las características del diálogo. 


Soy de los que no voté la ley de responsabilidad penal del empleador porque estaba convencido de que tenía 
algunos problemas importantes, aunque es claro que hubo cambios a la redacción inicial, como dijeron los 
legisladores que me precedieron en el uso de la palabra. 


Me hizo un poco de ruido que el señor Panasco dijera que tenía amigos en el Parlamento por los que iba a 
seguir viniendo. Yo no me manejo con amistades para legislar. Ser más o menos amigo no influye en mis 
posturas políticas ni en mi proceso de adoptar posturas políticas. Más allá de que no somos amigos -no tengo 
una relación de amistad con ninguno de los miembros de esta delegación-, tengan la seguridad de que cuando 
esté convencido de que algo que propone la Cámara es lo correcto, lo voy a defender, como he defendido a 
una cantidad de delegaciones de distintos ámbitos con las que no tengo amistad, entendiendo que se trataba 
de lo correcto. Quiero decir esto con mucha claridad y con la misma frontalidad y honestidad con la que 
habló el señor Panasco, porque me parece que suma al diálogo franco y fraterno con las delegaciones que 
vienen a esta Comisión. 


Deseo fervientemente que sigan viniendo. De hecho, cuando se hacen planteos sobre algún proyecto de ley, 
siempre hay legisladores que proponen escuchar todas las campanas, y reivindico eso, como también que, 
más allá de recibir a distintas delegaciones de diferentes ámbitos de la sociedad, es el sistema político a 
través del Parlamento que votó la gente -los representantes del pueblo- quien decide. Hay mayorías y 
minorías; a veces nos toca ganar y otras, perder. 


Reitero que no voté la ley de responsabilidad penal del empleador y me tocó perder, pero reivindico que haya 
sido votada por una mayoría legítimamente elegida por el pueblo. Me gustará más o menos, y trataré de 
cambiar esa mayoría para la próxima elección, pero hasta que no pase eso, esta es la que hay. En definitiva, 
así es la vitalidad de la democracia. 


SEÑOR PLACERES (Daniel).- Me causó sorpresa la intervención del ciudadano, a quien no conozco. 


La Comisión de Legislación del Trabajo no aplica las leyes. Acá se discute y se trata de buscar consensos 
entre los sectores que integramos el Parlamento para lograr el objetivo de aprobar una ley, sea cual sea. Esa 
es la democracia del país. Hay minorías y mayorías. El objetivo de invitar a la Cámara de Industrias o a 
organizaciones sociales es generar un debate que tienda a buscar consensos para lograr la mejor ley, que 
contemple a las mayorías, no a las minorías. A veces, las minorías empiezan a integrar las mayorías; quizás 
moleste que haya sindicalistas en el Parlamento. Yo vengo de la clase obrera, y hoy estoy acá. Voy a hacer el 
esfuerzo, con el resto de los partidos, de buscar los consensos que logren leyes para la mayoría. 


SEÑOR PANASCO (Luis).- La mayoría es legítima, estoy totalmente de acuerdo. Lo que yo traté de 
poner arriba de la mesa es la cultura de toda la población, no solamente de una parte, y eso es lo que 
sigo cuestionando. Creo que esa ley debe ser reconsiderada para que todas las partes sirvan a esa 
cultura. 


Yo hablé de amigos -no de enemigos-; quizás no les haya gustado, pero hay personas con las que tenemos 
intimidad. Aquí no está el señor diputado Groba, pero puedo decir que somos amigos; a eso es a lo que me 
refería. Podemos ser adversarios, pero honestos, frontales, y tratar de hacer los aportes, porque para eso está 
esta casa, el Poder Legislativo: para que los ciudadanos vengan con sus aportes. Pero no solamente se nos 
debe escuchar; luego la legislación tiene que tomar en cuenta cuando las recomendaciones son de sentido 
común. 


El doctor Fraschini está más interiorizado en lo académico y va a hacer una exposición mejor que la mía. 
Agradezco a todos; ya sabía que los iba a irritar: vine para eso y voy a seguir viniendo. 


SEÑOR FRASCHINI (Juan José).- Agradecemos la invitación que nos hizo la Comisión a participar en 
un intercambio de ideas sobre todos los temas que tienen en carpeta, que son varios. 


Varios de ustedes nos conocen desde hace mucho tiempo; esto no tiene que ver con ser amigos o no amigos, 
sino con que Uruguay es un país pequeño y muchos nos conocemos de distintos ámbitos. 


A pedido de la Comisión, a esta reunión hemos venido representantes de las Cámaras de Industria y de 
Comercio. Dada la cantidad de asuntos por los que fuimos convocados, nuestra intención es hacer 
comentarios generales y solicitar ser recibidos nuevamente. A su vez, probablemente también enviemos 
información por escrito para que se pueda analizar al detalle. 


En cuanto a la temática legal, consideramos el diálogo social y la negociación colectiva son los mejores 
instrumentos que tenemos para regular las condiciones de trabajo y las relaciones entre las empresas y las 
organizaciones sindicales o entre las cámaras empresariales y las organizaciones sindicales. Esto es algo que 
practicamos diariamente en el ejercicio de la actividad y en el relacionamiento con las empresas y las 
organizaciones sindicales, intentando hacer un análisis lo más profundo posible y haciendo los máximos 
esfuerzos para lograr consensos, lo que nos facilita un mayor cumplimiento de las diferentes normas que se 
acuerden entre las partes. 


En ese sentido, para nosotros la participación en esta Comisión y la posibilidad de dar nuestra opinión es 
importante, pero creemos que no es suficiente. Obviamente, respetamos el rol constitucional e institucional 
que tienen los legisladores en el ejercicio de la democracia y que nadie discute, ya que el Parlamento tiene la 
última palabra, o casi la última porque existe la instancia de la promulgación y los eventuales vetos del Poder 
Ejecutivo. No obstante, en cuanto a estos asuntos que son tan sensibles para nosotros, pensamos que lo mejor 
es tratar de lograr consensos y que haya un debate previo en las instancias tripartitas o bipartitas que tenemos 
en el país. 


Todos saben que soy uno de los delegados empresariales en el consejo superior tripartito. En la última 
reunión que tuvimos este año en ese ámbito, en la que participó el ministro de Trabajo y Seguridad Social, el 
secretario de Estado hizo referencia a la reunión que mantuvo el PIT- CNT con el presidente de la república y 
mencionó los proyectos que la central sindical consideraba importantes y que le habían sido sugeridos. Entre 
esos proyectos hay varios que están a estudio de esta Comisión. En esa reunión, el ministro nos trasmitió que 
el pedido del presidente de la república era que esos proyectos fueran analizados en forma tripartita, a los 
efectos de lograr los mejores resultados 


No me voy a referir en absoluto a la ley de responsabilidad penal empresarial, como hicieron quienes me 
antecedieron en el uso de la palabra, ya que es un asunto que fue suficientemente debatido en su momento, 
sino que destaco la importancia que tiene la reciente publicación en el sitio web del Ministerio del compendio 
que se realizó en forma tripartita. Cabe destacar que la parte del Estado estaba representada por el Ministerio 
de Salud Pública, el Banco de Seguros del Estado y otras instituciones. Es muy importante que por primera 
vez en el país haya un compendio que agrupe toda la normativa en materia de seguridad y salud en el trabajo 
que, de algún modo, pueda cubrir el vacío en cuanto a la posibilidad de conocer la normativa, ya que muchas 
veces se podía fallar en la prevención por desconocer la legislación. 


Nosotros sabemos que la prevención de los accidentes de trabajo y la siniestralidad es importantísima para la 
seguridad de todos, tanto de los trabajadores como de las empresas, y del bien que significan los trabajadores 
en las empresas. En su momento, dimos nuestra opinión sobre esa ley y todas las cámaras estuvimos en 
contra del texto que se aprobó. No obstante, es una ley que está vigente y hay que intentar cumplirla. La 
importancia de buscar un consenso es que lleva a una mayor permanencia en el tiempo. A veces hay 
disposiciones o leyes que claramente afectan los intereses de algunas de las partes y cuando se producen 
cambios de gobierno o de legisladores hay intentos para cambiarlas. En esta temática, que es tan sensible 
para nosotros, lo importante es que haya un grado de consenso tripartito y social que haga que los cambios de 
gobierno o de legisladores no necesariamente impliquen intentos de modificar la legislación. 


Por eso es importante ser muy prudentes y tener en cuenta el pedido que hizo el ministro en el consejo 
superior, y el interés manifestado por los interlocutores sociales en lograr consensos para enviar al 
Parlamento proyectos que puedan ser analizados con una visión distinta y con un camino recorrido de 
antemano, sin perjuicio de ser convocados para ampliar conceptos o fundamentar las discrepancias que cada 
una de las partes podamos tener. Sabemos que en estos asuntos muchas veces tenemos visiones distintas, pero 
lo importante es la buena fe y el convencimiento. 


Hace un rato, el diputado Amado dijo que para él no se trata de una cuestión de amistad, sino de estar 
convencido de lo que se va a votar, y a nosotros nos parece que cuando los legisladores dan su voto lo hacen 
convencidos. Nos parece importante escuchar y analizar, y la responsabilidad final es del Parlamento. 


Reitero que hoy vinimos a hacer comentarios generales sobre algunos de los proyectos. Obviamente, por el 
tiempo del que disponemos no tenemos posibilidad de extendernos demasiado sobre cada uno de ellos y no 
nos parece oportuno analizar la normativa específica de cada uno. A su vez, para facilitar la actividad el 
Parlamento, estamos organizando reuniones con diferentes gremiales empresariales, al igual que el PIT- CNT 
analiza los temas con el Secretariado, la Mesa Representativa y su equipo de abogados. Es decir que estamos 
intentando aunar criterios de modo de facilitar el esfuerzo tripartito para analizar estas disposiciones, a 
efectos de ayudar al Parlamento, ya que es más difícil tener la información si vienen todas las cámaras por 
separado a dar sus opiniones 


Uno de los proyectos de ley por los que fuimos convocados refiere a la ampliación de la licencia para la 
donación de sangre. A nosotros nos parece que esta iniciativa quizás afecte la esencia de lo que implica donar 
sangre, porque se trata de un acto de generosidad y de solidaridad de las personas. A su vez, sabemos que, 
salvo indicación médica, al donar sangre la persona no queda imposibilitada para trabajar. Por lo tanto, este 
proyecto podría provocar que se done sangre no tanto por generosidad y solidaridad, sino porque se va a 
tener un día de licencia o porque se va a poder justificar una inasistencia, ya que actualmente a las empresas 
no les queda otra chance que reconocer los dos días de licencia por donación de sangre. Además, en la norma 
no se establece un preaviso ni se exige estar en determinadas condiciones de salud. Hay casos en los que se 
va a donar sangre sin poder hacerlo, pero igual queda el justificativo y ese día no se trabaja. Asimismo, hay 
problemas con algunos días en particular. Por ejemplo, hay estudios que indican que el 24 de agosto, que es 
el día en que se celebra la noche de la nostalgia, es una de las fechas en que hay mayor cantidad de 
donaciones de sangre. Por lo tanto, en este caso es importante tener la opinión del Ministerio de Salud 
Pública y del Banco Nacional de Sangre, porque no queremos que la extensión de este beneficio implique un 
ejercicio abusivo. 


En la exposición de motivos del proyecto, por ejemplo, se menciona que desde el punto de vista de la salud 
es posible que los hombres donen cuatro veces al año y las mujeres, tres veces. Por lo tanto, se podría estar 

generando una diferencia ya que se establecerían figuras diferenciales para hombres y mujeres, que en otros 
aspectos estamos tratando de combatir a efectos de la igualdad y de evitar discriminaciones. En este caso se 
trataría de una discriminación positiva, pero de todos modos implica una discriminación. 


Por otro lado, nos preocupa el costo que se agrega a las empresas. Nos preocupa la realidad del país, en la 
que encontramos serias dificultades. Vemos que los datos económicos no nos están dando muy bien, que hay 
muchos trabajadores en el seguro de desempleo y que hay muchas empresas con dificultades, empresas que 
trabajan tanto en el país como en el exterior, con exportaciones. Sin embargo, se les estaría agregando una 
nueva carga, un nuevo costo, como si agregáramos dos feriados pagos más en el año, u otro concepto. En el 
fondo, en este tipo de proyectos, uno ve que, bienintencionados, pueden -en alguna medida- estar llevando a 
alguna sustitución gradual de lo que podría ser el Estado benefactor a ser las empresas benefactoras. Estos 
son aspectos que nos preocupan. 


Nos gustaría que el doctor Pelayo Scremini nos ampliara un poco sobre esto, porque él estuvo analizando el 
estudio que hace la Organización Mundial de la Salud al respecto, y me parece importante tener presente 
algunas de esas apreciaciones. 


Teniendo en cuenta los abusos prácticos, creemos que lo que tendría que tratar de hacer una disposición de 
esta naturaleza sería enriquecer la ley actual que habla de los dos días, pero estableciendo algunas 
condiciones como fijar preavisos para que las empresas se puedan organizar y cubrir la falta del trabajador 
ese día, fijando la no proximidad con los días feriados, y que el trabajador tenga el carné de salud al día. 
Obviamente, esto es una obligación del trabajador, pero también de las empresas controlar eso, aunque 
sabemos que en algunos sectores no se cumple totalmente; en general no ocurre en la industria, pero puede 
ocurrir en otros sectores. 


SEÑOR SCREMINI (Pelayo).- Aquí cabe hacer alguna puntualización inicial. Nadie discute el derecho 
ni el objetivo de la inmensa mayoría de estos proyectos, y menos este, relativo a donación de sangre. 
Específicamente, las observaciones que se hacen sobre este proyecto tienen que ver con su 
implementación. 


Cuando empezamos a analizar este proyecto de ley vimos la práctica seguida actualmente y las experiencias 
de otras regiones y de otros países, inclusive, de la Organización Mundial de la Salud. 


En cuanto a la práctica, a lo que se vive día a día en el ámbito de los trabajadores donantes y de las empresas, 
junto con los doctores Fraschini y Yarza, veíamos que esta sería una oportunidad para modificar y mejorar 
aspectos de la legislación vigente. 


A pesar de ser reiterativos, es importante señalar la exigencia del carné de salud vigente para el trabajador 
que quiera donar sangre y fijar un preaviso razonable -de veinticuatro o de cuarenta y ocho horas- a la 
empresa, para no enterarse después, a las corridas. 


En cuanto a la donación de sangre, si bien no pudimos ver todos los antecedentes de la ley vigente, 
podríamos decir que aparentemente no habrían sido consultadas las autoridades sanitarias de nuestro país al 
momento de aprobarse la ley. Entonces, una sugerencia a la Comisión es consultar al Ministerio de Salud 
Pública, al Servicio Nacional de Sangre o a las entidades competentes sobre este tipo de medidas. A su vez, 
observamos que los países que reciben mayores donaciones de sangre, en general, son países desarrollados de 
la Comunidad Europea, que tienen manuales supercompletos sobre todos los pasos a seguir, no solamente de 
esta parte ínfima del proceso de donación de sangre, sino desde lo previo hasta la conclusión. Hemos visto la 
experiencia europea y la de la Organización Mundial de la Salud, y en ambos casos impulsan la donación de 
sangre no remunerada. Todas sus políticas están basadas en que no puede haber remuneración en el acto de 
donar sangre. Inclusive, tienen disposiciones que exigen que la sangre que se done bajo algún tipo de 
remuneración, directa o indirecta, sea etiquetada aparte, por los efectos no deseados que tienen normas de 
este tipo de fomento. 


¿Qué se entiende por remuneración para la Organización Mundial de la Salud o para la Comunidad Europea? 
Se dice que la donación se debe hacer de manera libre y no se debe recibir pago alguno por ello, ya sea en 
efectivo o de cualquier otro modo que pueda considerarse como un sustituto de dinero. Aquí debería incluirse 
el tiempo pasado fuera del trabajo, más allá del tiempo razonablemente necesario para efectuar la donación, y 
el correspondiente desplazamiento. 


¿Qué es lo que vemos hoy en las empresas? Hay gente que va a donar sangre y hay gente que va a tomarse un 
día de licencia. Esto, por las consecuencias médicas que tiene y en la cadena de la administración de sangre - 
desde la donación, la recopilación hasta que llega el paciente-, es observado por la Organización Mundial de 
la Salud. Pero no somos nosotros los que tenemos que decirlo; ustedes se asesorarán correctamente con la 
parte técnica, si bien nosotros ya hemos consultado nuestros servicios médicos. A su vez, son muy 
interesantes las experiencias desarrolladas en la Comunidad Europea y las políticas de los países donde hay 
mayor donación de sangre voluntaria no remunerada. Tienen campañas de todo tipo: clubes de donantes, sin 
costo, y reconocimientos a donantes, que a veces tienen costo ínfimo, además del prestigio que eso da en una 
sociedad -no en la nuestra, pero en las sociedades que han evolucionado en este tema- por sí solo. 


Nosotros tenemos una ley vigente que otorga dos días de licencia para el donante de sangre cada vez que 
dona. Después de ver la política de la Organización Mundial de la Salud, decimos que esto va en contra de 
esa política. No venimos a pedir que se derogue esta ley, pero sí a administrarla de una forma más eficiente, 
tanto desde el punto de vista del acto de la donación de sangre y del objetivo final, que es obtener más sangre 
disponible para todas las necesidades del país, que hoy no se cubren, como desde el punto de vista 
pragmático empresarial. Uruguay es PYME, y todas estas cosas le pegan fuerte a la pequeña y mediana 
empresa, no por un día de licencia, sino porque es algo que se suma, y es un incentivo más frente a un 
montón de normas laborales que en ocasiones es difícil cumplir. 


Si se fijan en la campaña mundial de la OIT para la formalización laboral ¿qué se promueve? Que cualquier 
legislación laboral se visualice desde el punto de vista de la pequeña y mediana empresa, para no ser un 
incentivo indirecto a la informalidad. 


Muchas gracias. 


SEÑOR YARZA (Diego).- Vengo en representación de la Cámara Nacional de Comercio y Servicios del 
Uruguay. 


Voy a hacer una breve referencia previa. Nosotros no recibimos ninguna invitación formal. Nos gustaría que 
eso pueda ser enmendado para próximas citaciones, porque nos enteramos de rebote por la Cámara de 
Industrias, que nos avisó que estábamos incluidos en la invitación formal que les realizaron a ellos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Eso es producto de la inexperiencia de las primeras veces de ocupar este 
cargo, y pido disculpas. 


SEÑOR YARZA (Diego).- Le agradezco mucho. 


Dado que no tuvimos una invitación formal, igualmente cumplimos con el análisis de todos los proyectos 
enviados por esta Comisión. Sin duda, el problema que encontramos en todos estos proyectos -lo mencionó el 
doctor Fraschini y también el doctor Scremini- tiene que ver con la implementación de cada uno. 


En lo personal -no hablo como representante de la Cámara de Comercio sino como ciudadano-, tengo 
familiares que donan sangre -yo también dono-, tengo familiares con discapacidad, con síndrome de Down y 
también tengo familiares que han sufrido acoso moral en el trabajo. La verdad que son temas muy sensibles 
y, sinceramente, leer el contenido de los proyectos no me ha plasmado esa sensibilidad que se debe tener en 
estos temas. 


Como dijo el doctor Scremini cuando mencionó el tema de la donación de sangre, ya existen estadísticas y 
publicaciones de que los días en que hay más donantes son los lunes, los viernes y los 24 de agosto. Esto 
surge de datos del diario El País, del 24 de agosto de 2012, a lo que pueden acceder perfectamente a través de 
la web. 


En cuanto al proyecto sobre turnos rotativos -como en el resto de los proyectos-, solamente quiero anunciar 
que su contenido también se aparta de lo que se regula en otros países. Por ejemplo, en el de turnos rotativos, 
aquí no se está cumpliendo con el Convenio Internacional de Trabajo N* 1 -que la mayoría de los países de 
Sudamérica cumple-, por el cual se permite, bajo ciertas circunstancias, realizar todo horario que exceda en 
turnos rotativos de ocho horas diarias y cuarenta y ocho horas semanales. Eso no está contemplado en el 
proyecto y, por lo tanto, no se cumple con lo establecido con el CIT N* 1 de la OTT. 


Otro tema que también hay que mencionar, es el de las personas con discapacidad. En esto también hay una 
gran diferencia entre lo que hoy está regulado por nuestro derecho para el sector público, según el Decreto 

N* 79/2014, que reglamenta la Ley N* 18.651, y lo que establece el proyecto para el sector privado. Como 
decía el doctor Juan José Fraschini, vamos a entregarles un informe respecto a esto, porque se hace muy largo 
explicitarlo en esta instancia 


Las condiciones que se manejan en este proyecto de ley para las personas con discapacidad en el sector 
público, que tienen una cantidad de limitantes, no son contempladas para el sector privado. Sinceramente, no 
entendemos por qué sucede eso. 


En cuanto al proyecto de ley que crea el Fondo de Garantías de Créditos Laborales, tampoco estamos de 
acuerdo con su contenido, ya que crea una contribución especial que es financiada exclusivamente por los 
empleadores. Los beneficiarios son los trabajadores, pero no hacen ningún tipo de aporte, aunque son los más 
interesados en esta cuestión. Entonces, cuando el mayor interesado en estos temas no hace ningún aporte, el 
Estado tampoco, y recae siempre en el sector privado, no creemos que sea algo producente debido a las 
cargas que se generan dentro de la empresa. Más aún, cuando una comisión tripartita creada por el proyecto, 
integrada por el sector trabajador, que es el principal beneficiario de este fondo, determina cuándo hay 
insolvencia y cuándo hay créditos laborales que se adeudan. Nos parece que lo que hay que hacer es dar 
garantías a todos los ciudadanos, y esta es una competencia propia y exclusiva del Poder Judicial. 


Por último, vamos a referirnos al proyecto de ley sobre acoso moral en el trabajo. A nuestro modo de ver, la 
definición es demasiado genérica. Hay dos autores que hemos tomado como referencia en esta materia: 
Marie- France Hirigoyen y Heinz Leymann. Este último, en la definición de acoso moral en el trabajo, que 
técnicamente se denomina mobbing, plantea las características propias de esa figura, que son la violencia, la 
hostilidad, elementos psicológicos extremos, la reiteración sistemática o recurrente de esa conducta. Pero 
nada de eso está recogido en el artículo 4” del proyecto de ley que nos fue enviado. También, en el artículo 5% 
de esta iniciativa se crea una figura referida al ultraje moral. Colombia es el único país de Sudamérica que la 
regula, pero no la define en sus disposiciones legales. Consideramos que no corresponde incorporarla dentro 
del mobbing, porque es una figura distinta, que refiere a la moral pública y no al acoso en el trabajo. 


El artículo 7” menciona una serie de presunciones simples que refieren mucho al cargo y no a la conducta 
hacia la persona o a la hostilidad y persecución que debe existir en todo mobbing; se refiere más al cargo, a la 
tarea, al trabajo y no está enfocado a la persona. 


En cuanto al artículo 8%, referido al deber de prevención, entendemos que uno de los deberes del Estado es 
realizar protocolos o códigos de conducta e incorporar cláusulas de acoso moral en el trabajo dentro de los 
contratos que celebre el Estado. 


En lo que refiere al artículo 9%, consideramos que no corresponde que exista una responsabilidad objetiva del 
empleador en estos temas. Creemos que deben existir causales de exención de responsabilidad para cuando el 
empleador actúa diligentemente, cumple con las medidas de prevención mencionas en el artículo 8%, y toma 
acciones ante denuncias de acoso moral. Reiteramos: creemos que nunca debe ser una responsabilidad 
objetiva del empleador, como está planteado en el proyecto. 


Con respecto al artículo 14, referido a la falta grave o a notoria mala conducta, consideramos que hay que 
agregar casos de rescisión contractual si se trata de un funcionario con contratos precarios, como sucede 
muchas veces en el Estado, ya sea en pasantías, en contratos a término, en provisoriatos, que aquí no están 
regulados. También, debería regularse la destitución inmediata para los funcionarios con cargos de particular 
confianza, que tampoco lo está en el artículo 14. En este artículo se menciona una sanción de inhabilitación 
para ejercer cargos públicos por diez años para el funcionario acosador. Consideramos que también debería 
agregarse que cuando ese funcionario tenga una sentencia judicial de condena, eso sea tomado como una 
causal de ineptitud dentro de las causales de destitución 


Esta es una presentación genérica -que luego vamos a detallar en un informe que vamos a entregarles- para 
que ustedes vayan teniendo algunas herramientas para analizar estos temas. En la próxima reunión vamos a 
profundizar en todos los proyectos. 


SEÑOR FRASCHINI (Juan José).- Como recién señalaba el doctor Diego Yarza, estamos preocupados 
por algunos temas que están siendo incluidos en los proyectos, que muchas veces forman parte del 
contenido de la propia negociación colectiva, tanto a nivel de sectores de actividad como de las 
relaciones de las empresas con los sindicatos. A veces, cuando regulamos distintas materias, vamos 
quitando espacio a la negociación colectiva. En general, nuestro interés no es que la negociación 
colectiva se limite exclusivamente a cuestiones de ajustes salariales, de categorías, etcétera, sino que se 
ahonde en las condiciones de trabajo, tal cual está previsto en la normativa actual. 


En cuanto a la figura del acoso moral, consideramos que se plantean definiciones muy genéricas que podrían 
dar lugar a innumerables confusiones, a situaciones conflictivas y a grandes discusiones. Tal vez, sería 
importante analizar si en la ley de acoso sexual deberíamos incluir la figura del acoso moral y ver de qué 
modo se puede hacer un cuerpo único que regule esta problemática. Sabemos que el acoso sexual es un tema 
muy sensible. A veces se realizan denuncias en algunas empresas, pero luego el propio denunciante no quiere 
que se haga nada porque quiere mantener su privacidad, sus relaciones laborales, familiares y con la 
sociedad. Obviamente, el acoso moral es un poco distinto, pero también puede tener connotaciones que 
lleven a realizar un análisis en forma conjunta. 


Por otra parte, el proyecto que hace referencia a la inserción laboral de las personas con discapacidad, trata de 
atender de alguna forma a los sectores más sumergidos o más desfavorecidos. Este aspecto se trata muchas 
veces en la negociación colectiva y se buscan soluciones. El proyecto fija cupos, alrededor de 4%. Hay que 
tener cuidado con eso porque puede dar lugar a que sea 4% en la plantilla total de las empresas. Y de 
aprobarse el proyecto puede significar que las empresas que tengan equis cantidad de trabajadores, hasta que 
no cubran ese cupo, tienen que tomar a personas con alguna discapacidad. Sabemos que es fundamental dar 
oportunidades de trabajo a las personas discapacitadas, pero que sean acordes con su situación. O sea que su 
eventual discapacidad no le implique un ejercicio equivocado de la idoneidad que requiere el cargo o una 
desmotivación. Por ejemplo, si tomamos a una persona que tiene una limitación para cumplir un trabajo en 
forma eficiente y razonable, le podemos generar un problema de desmotivación y hasta psíquico. Estos 
aspectos deben ser analizados con mucho detenimiento 


Como señalaba el doctor Pelayo Scremini, en nuestro país tenemos más de 90% de pequeñas y medianas 
empresas. Diría que estamos más cerca de las pequeñas que de las medianas. Cuando se habla de empleo, 


siempre pensamos en las PYME y en los sectores menos favorecidos. Esta es una visión que los legisladores 
deben tener presente. 


En cuanto al proyecto de insolvencia patronal, queremos señalar que también nos preocupa mucho. Es obvio 
que nos preocupa la situación de las empresas que cierran y que no han hecho las previsiones suficientes para 
cumplir con los derechos de sus trabajadores. Pero, pensamos que la solución no viene por el lado de hacer 
solidarias de esos problemas a las empresas buenas y fieles cumplidoras, que hacen sus respectivas 
previsiones presupuestales para cumplir con los diferentes rubros -licencias, salarios vacacionales, despidos, 
etcétera- que deben afrontar en un momento específico. No nos parece bien poner una carga tributaria, que 
implica un encarecimiento de los costos, a todas las empresas para atender un problema puntual que puedan 
tener otras. El problema lo tenemos y hay que ver cómo se resuelve, pero la solución no es la que está 
proyectada. 


A nosotros nos interesa conocer la opinión de los legisladores y, en particular, de esta Comisión sobre el 
planteo que nos hizo en el Consejo Superior Tripartito, a efectos de lograr un acercamiento entre los 
interlocutores sociales, el PIT- CNT, las Cámaras y del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social con el fin de 
lograr mejores soluciones. 


Por otra parte, queremos señalar que la ley de trabajo nocturno actual no nos gusta, porque contiene aspectos 
que nos parece no son adecuados. Cuando trabajamos en la reglamentación de esta ley teníamos distintas 
visiones. Sin embargo, hubo posibilidad de poner sobre la mesa diferentes aspectos y, al final, se llegó a un 
decreto reglamentario, que se podrá decir no satisface a cada una de las partes individualmente, pero es una 
iniciativa que recoge planteos de ambas partes y, en alguna medida, contribuyó a que los interlocutores 
sociales sintamos -tanto el PT CNT como las cámaras empresariales- que se tuvieron en cuenta nuestros 
aportes. En definitiva, como en toda negociación, no se puede lograr todo lo que se pretende. Los partidos los 
jugamos las dos partes. Debemos tratar de lograr el mayor equilibrio entre las dos partes para que haya un 
razonable y sano cumplimiento y, a su vez, para fortalecer el relacionamiento. Para nosotros todos estos 
temas del país pasan, en gran medida, obviamente, por la defensa de los derechos de los trabajadores, las 
posibilidades de las empresas de crear y de mejorar empleos, pero, a su vez, por que haya un equilibrio que 
lleve a un razonable relacionamiento. Poco a poco, esto se va logrando en diferentes sectores de actividad del 
país. Ambas partes tenemos dirigentes que se están formando. Tal vez todavía les falte cierta madurez para 
que este relacionamiento sea el más adecuado, pero se está siguiendo ese camino. 


Ya se ha hablado que en el Inefop habrá un programa de formación de dirigentes sindicales y empresariales. 
Creemos que son pasos que se han ido logrando a través del consenso y del intercambio de ideas positivas, lo 
que contribuirá a un mejor relacionamiento en nuestro mundo laboral. Obviamente, esto contribuirá a un 
mejor relacionamiento de nuestra sociedad 


Empresas y trabajadores somos todos necesarios y debemos encontrar el camino para llegar al fin de ese 
camino de la mejor forma posible. Por eso, para nosotros es muy importante -hoy nos lo podrán adelantar o 
no- que la Comisión reflexione sobre este punto y que nos den una posibilidad en el ámbito del 
relacionamiento tripartito de ir buscando soluciones a estos proyectos, que puedan realmente enriquecerlos, 
para que ustedes, en el momento que lo deban analizar y aprobar, tengan mejores elementos. 


SEÑOR RODRÍGUEZ SERVETTO (Nelson).- Doy la bienvenida a los visitantes. 


Al ser firmantes del proyecto de ley sobre la ampliación de los días por donación de sangre, quiero dejar un 
mensaje. Es obvio que se va a consultar al Ministerio de Salud Pública y a Servicio Nacional de Sangre. 


También quiero informarles que este proyecto surge a raíz de una solicitud científica por parte de quienes 
llevan adelante el hemocentro de Maldonado. Si ven el proyecto de ley, podrán apreciar que está firmado por 
todos los señores diputados del departamento de Maldonado. 


Indudablemente, lo que han dicho será tenido en cuenta. Es un material de trabajo muy importante para todos 
nosotros. Como dijeron recién, tomaremos ese material como una oportunidad para estudiar más 
profundamente el tema. 


Lo que nos preocupa y ocupa a todos quienes firmamos este proyecto es la situación de la necesidad 
permanente que tenemos de donaciones de sangre para poder atender la altísima siniestralidad en el tránsito; 
sobre todo, se da por eso la demanda tan alta. Esperemos que, por la vía de la educación en el tránsito y por la 
vía de mejorar las condiciones para que la gente pueda ir a donar sangre -conformando a todas las partes, 
tanto a los empleadores como a los donantes- podamos llegar a un proyecto de ley que contemple todo eso. 


Quería decir esto porque no se trata de algo que inventaron unos iluminados. Lo de las cuatro donaciones por 
año para los hombres y lo de las tres para las mujeres está científicamente comprobado. También creo que en 
esta Comisión solicitaremos que vengan las autoridades sanitarias del Estado para que nos informen mejor 
sobre el tema. 


SEÑOR ANDRADE LALLANA (Óscar).- En primer lugar, quiero saludar la voluntad de ensanchar la 
temática de la negociación colectiva. Soy de los que cree que la negociación coletiva no es solamente un 
mecanismo válido a los efectos de establecer salarios y categorías, sino que pienso que mayores 
contenidos de la negociación colectiva la puede transformar en una palanca para el desarrollo 
productivo, social y democrático 


Hace un tiempo atrás, en una entrevista, un representante social sostenía que todo lo que no fuera salario y 
categoría en la negociación colectiva, era fantasía. Yo me ubicaba en las antípodas de ese pensamiento. 


Creo que es una cuestión positiva inundar la negociación colectiva de varias temáticas. De hecho, vengo de 
una rama de actividad que tiene en la negociación colectiva fondos para viviendas, fondos sociales, fondos de 
capacitación, un mecanismo especial para la circunstancia especial de la cesantía, una tripartita que funciona 
desde hace casi treinta años en materia de salud y seguridad. Es una muy buena cosa. Independientemente de 
eso, voy a hacer algunas fundamentaciones, que me parece que deben estar en el centro. 


En el proyecto de ley de empleo para las personas con discapacidad, consideramos a las pequeñas y medianas 
empresas. Tanto es así que obliga solo a las empresas que tienen más de veinticinco trabajadores. Por lo 
tanto, esa circunstancia, a diferencia de la actividad privada, está al menos contemplada, ubicada en términos 
de que hay una parte mayoritaria de la cantidad de empresas en el Uruguay que no estarían en esta 
obligación. Claramente, ahí hay una intención de pensar que se tiene más posibilidades. Por eso, uno no 
coloca el 4% como lo hace en el empleo público, sino a partir de una determinada cantidad de empleados, 
para que exista una posibilidad real, no de generar un gesto de solidaridad, sino de atender un derecho. Ese es 
el elemento principal del enfoque. 


También vengo de una actividad compleja, que tiene en los últimos seis años, más de sesenta diversas 
experiencias de ingreso de personas con discapacidad, a una rama de actividad compleja. Uno puede decir 
que la industria de la construcción no es el lugar donde es más fácil incorporar personas con discapacidad a 
trabajar. He participado en negociaciones en las que hemos tratado con un componente importante de la 
plataforma y con resultados. ¿Cuál es la circunstancia que nos parece que tenemos que superar? Dejar de dar 
un abordaje desde la caridad a la persona para entender que hay un derecho que está siendo vulnerado. Si un 
trabajador sufre un problema en la columna, aunque su discapacidad no sea severa -es decir, que no llega al 
baremo que el Banco de Seguros del Estado establece para generar una jubilación anticipada-, queda en el 
borde de la exclusión social. Hoy, eso es así. Esa circunstancia es el borde de la exclusión social. Quizás, 
mientras dure su vínculo a algún centro de trabajo tenga alguna colecta pero, posterior a eso, vendrá la 
exclusión social. En esta circunstancia hay miles y miles de trabajadores. Entonces, creemos que hay que 
atender esta circunstancia. Hay que atenderla controlando la norma que existe. 


Existen normas para el empleo de las personas con discapacidad en la actividad pública desde la Rendición 
de Cuentas del año 1973. Fue ampliado en el año 1989, pero con un cumplimiento aún parcial, lo que 
demuestra la desidia sobre el tema, pero, de la misma forma, hay experiencias exitosas de vinculación a la 
actividad privada, algunas vías de negociación bipartita y otras vía legislación. Yo, que soy amigo de la 
negociación colectiva, no creo que tenga que sustituir la posibilidad de legislar sobre temas de estas 
características. Después, probablemente tengamos que corregir la redacción. Es claro que para el ingreso se 
plantea este componente de una persona cuando una empresa tiene entre veinticinco y cincuenta trabajadores 
y cuando tiene más de cincuenta, pasarían a ser dos personas de este listado, donde hay de todo. Te podés 
encontrar con trabajadores que tienen problemas en una de sus piernas, lo que les dificulta caminar, pero que 


tienen otras capacidades. El tema es potenciar las capacidades que sí tienen. En general, encontramos 
resultados exitosos si tomamos en cuenta las capacidades que tienen. 


La pretensión del proyecto con respecto a las licencias es para que sean para el trabajador público y para el 
privado. Recién comentaba con el señor diputado Amado que tal vez haya que prolijar la redacción, pero no 
es que se le quiera incorporar a la empresa privada condiciones que no existan para la pública. Por ejemplo, 
cuando un trabajador tenga que tomarse un día de licencia para acompañar a un hijo luego de una operación, 
lo que pasa muy frecuentemente en los casos de Síndrome de Down. ¿Qué protección legal tiene un 
trabajador cuando tiene que acompañar a su hijo en una operación, como es muy frecuente en personas con 
Síndrome de Down? Ninguna. Si una empresa decide sancionarlo, ¿está mal la sanción? No, está bien la 
sanción. No hay nada ilegal en esa sanción al trabajador. Se puede decir que desde el punto de vista humano 
está mal, pero desde el punto de vista jurídico lo pueden sancionar. Entonces, hay que generar un mecanismo 
ante esa circunstancia, cuando está probado que hay un problema de salud. 


Tan amigos somos de la negociación colectiva que está vigente en la industria de la construcción desde el año 
2008, hace ocho años, sin ninguna alteración. Su aplicación no generó ningún problema en un sector de 
actividad que ubica decenas de miles de trabajadores, cuando hay una circunstancia de salud que requiere una 
atención especial, pero claramente lo queremos incorporar, tanto para el trabajador público como al privado. 
Es probable que esto no esté claro en la redacción, al igual que los componentes que hacen a la accesibilidad 
en el trabajo. 


Si se puede avanzar en materia tripartita, mejor. Si esto se incorpora a la discusión en un plazo razonable, 
sería muy bueno. Está claro que la lógica no puede ser pedir la incorporación de una negociación tripartita 
para que después no haya ley. Es claro el objetivo de que haya una ley, que tendrá retoques y cosas para 
cambiar. Voy a poner un ejemplo. El Instituto de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social está a favor de 
una ley de acoso pero, en realidad, fue bastante crítica -capaz que me quedo corto- con el proyecto 
presentado. Conversamos con buena parte de los impulsores del proyecto y la idea es incorporar buena parte 
de esos aportes. Los proyectos están abiertos a las mejoras. Es más: estamos tratando de convocar a la 
Asociación de Magistrados del Uruguay. Lo que sí intenta es atender una circunstancia que requiere atención. 


Voy a nombrar algunos elementos que sí son de énfasis. Por ejemplo, para nosotros es importante cómo se 
distribuye la carga de la prueba en este proyecto, atendiendo también a estos dos institutos: tanto a la 
Asociación de Magistrados del Uruguay, como al Instituto de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social 
que son muy cuidadosos en el sentido de que uno de los problemas principales para el acoso, tanto laboral 
como sexual -hoy no tenemos casos jurídicos- tiene que ver con el tema de la carga de la prueba y ahí vamos 
a tener una discusión seguramente importante a los efectos del tratamiento de este tema. 


En cuanto al tema de la insolvencia patronal, nosotros tenemos estimaciones de que la carga impositiva es 
necesaria. Una vez que generemos un mecanismo de estos, será muy inferior a lo que aquí está establecido 
como tope. Quizás, hasta podamos ubicar componentes de cómo se devuelve la carga impositiva en caso de 
no usarse. Es claro que si para nosotros no se usa nunca el Fondo de Insolvencia Patronal, es mejor. Si en vez 
de un 0,5% es un 0,05%, mejor, porque en todo caso estaríamos hablando de una circunstancia económica 
saludable. Se intenta proteger una situación. En general, la mayoría de las empresas no cierra. Cuando alguna 
cierra, lo hace bien, pero hay empresas que organizan el cierre para eludir las responsabilidades sociales. 
Organizadamente, generan una condición para evadir las responsabilidades sociales y ahí se provoca una 
circunstancia en la que la parte más vulnerable de la relación laboral queda con una circunstancia de 
indefensión enorme. Intentamos generar un mecanismo para atender esos casos, tratando de tener 
razonablemente un equilibrio y que esto no genere una circunstancia económica que colapse. Sé que estamos 
en una circunstancia complicada. No voy a debatir sobre eso, pero decía al señor diputado Amado que estoy 
seguro de que la devaluación y la recesión en Brasil ni la devaluación y recesión en Argentina, ni la caída del 
precio de los commodities tiene que ver con que acá se haya establecido el delito de peligro sobre los temas 
de siniestralidad laboral. También hay que ubicar los términos de referencia de lo que estamos tratando, 
porque en estos temas ir a la cuchilla es fácil. En algunas empresas de Uruguay -ni siquiera en la mayoría- se 
genera una política para promover el empleo de las personas con discapacidad que, obviamente, tienen 
dificultades, pero hay procesos en los que incorporamos a diez trabajadores sordos, y me gustaría compartir 
las evaluaciones que tiene la empresa hoy, pero también los prejuicios que tenían antes de generar políticas 
que los incorporaran. No es que se arranca de cero. En general, creo que las experiencias terminan generando 
no sé si un crecimiento del PBI, pero sí de una sociedad más justa, porque hay una parte de esa sociedad a la 


que le estamos vulnerando sus derechos. No le reconocemos el derecho jubilatorio, pero tampoco le 
generamos la condición del derecho al trabajo. Ese es el limbo en el que se está con niveles de desempleo y 
pobreza muy altos. Si esto se puede abordar con impulso más fuerte en términos de la negociación colectiva, 
mejor, siempre y cuando tengamos plazos razonables. Es claro que queremos avanzar en proyectos como 
estos, que están en discusión desde hace un tiempo relativamente importante ya en su consideración. Última 
referencia sobre los turnantes: creo que Uruguay tiene un debate general pendiente sobre los temas de la 
salud y del trabajo; pendiente en materia de seguridad industrial pero también en los temas de salud laboral. 
Creo que el mismo cambio de la cantidad de enfermedades profesionales reconocidas por el Banco de 
Seguros del Estado nos obliga a una discusión de mayor profundidad acerca de la salud en el trabajo, pero en 
un lugar donde en términos médicos hay poca biblioteca que defienda que la afectación a la salud no es 
central en el caso de los trabajadores turnantes, acá y en el mundo, y reconocido por la OMC 


Evidentemente, esto afecta a pocos trabajadores en el Uruguay; no son muchos los que tienen esta 
circunstancia de tener que cambiar el turno en forma permanente y muchos de los que la tienen ya tienen la 
reducción horaria generada. Independientemente de que el abordaje numérico no sea muy importante, hay 
una fundamentación muy sólida acá y a nivel internacional acerca de la afectación de los trabajadores con 
obligación, por términos productivos, de cambio de turno: afectaciones cardíacas, envejecimiento precoz y un 
conjunto de circunstancias que hacen irreversible la afectación a la salud y las recomendaciones sobre la 
necesidad de menor exposición a esa condición de trabajo que genera esa circunstancia sanitaria tan 
compleja. 


Entonces, saludo que se pretenda avanzar en materia de negociación colectiva. En todo caso, es acordar 
tiempos, escenarios, momentos, plazos, propuestas y también resultados, teniendo claro -uno parte de que las 
instancias de negociación son a partir de generar márgenes de confianza- que hay que crear el objetivo de 
construir elementos legales mejores y no de bombardearlos. 


También saludo que se inunde de contenidos la negociación colectiva; nos parece una buena cosa. Es más, 
ustedes conocen que por unanimidad el Parlamento resolvió una minuta de comunicación para que el Poder 
Ejecutivo ratifique el Convenio N* 158 y la Recomendación N”* 164, que trata el despido sin causa justificada. 
De hecho, la forma de darle forma a esto ha sido, una vez ratificado, vía negociación colectiva -convenios 
colectivos-, vía legislación o vía jurisprudencia. Nos parece buena cosa si la negociación colectiva avanza en 
el sentido de decir que, ratificado el convenio, surgen los márgenes para el plazo previo y se intenta darle 
cuerpo. También es cierto -al respecto tengo una convicción- que a veces para incorporar componentes en la 
negociación colectiva hay que ayudarla. Hay sectores en los que, por no ayudar a la negociación colectiva, 
han pasado diez años y solamente han discutido salario y categoría y no han logrado madurar un milímetro en 
materia de otros elementos centrales como la calidad de las relaciones laborales. 


También hay un equilibrio. Nosotros no somos de los que descuidamos el ámbito de la negociación colectiva, 
que nos parece importante, y tampoco descuidamos el ámbito de la Comisión de Legislación del Trabajo; si 
pensáramos que todo se resuelve vía Consejo Superior de Salarios y que nada se puede hacer desde afuera, 
tendríamos que disolverla. 


También creemos que desde el punto de vista legislativo, esta Comisión en particular tiene con qué avanzar. 
Tan es así que voy a dar un ejemplo. Tenemos un borrador de proyectos de ley integrales en materia de salud 
laboral -es un tema en el que trabajamos en lo personal hace veinte años-; cuando recibimos al ministro de 
Trabajo y Seguridad Social nos planteó su interés de que avanzáramos primero en la Conasat y estamos 
ansiosos de que del mismo nos llegue un borrador en el que poder trabajar e intercambiar. De hecho, hace un 
año que estamos esperando ese resultado y que hoy prospere en materia de negociación colectiva. Nos parece 
que hay que aportar mucho en materia de educación, de prevención, de gestión de la seguridad, de 
institucionalidad de la gestión de la seguridad, de mecanismos de fiscalización, de mecanismos de sanciones, 
de componentes de condiciones de trabajo. A cualquiera de nosotros acá le parecerá absurdo que cuando una 
empresa tiene que trasladar personal para el interior, las personas tengan para vivir 3 metros cuadrados por 
cabeza, o sea que en una casa de 8 metros por 8 metros tengan que vivir veintiuna personas y que eso esté en 
la legislación actual. No parece sensato. Entonces, si tendremos para aportar... 


Hemos decidido hacer caso al Ministerio y de la Conasat va a venir un borrador en base al cual se nos 
permitirá discutir una ley integral en materia de salud laboral, para que no siga habiendo todos los meses 
algunas decenas de trabajadoras domésticas siniestralizadas por caídas de alturas, siniestros de diversa 


magnitud y no tengamos una sola letra escrita de cuáles son las condiciones en las que una trabajadora 
doméstica tiene que trabajar en la altura. Claramente, hay terrenos en los que hay que avanzar. Pero también 
hay que encontrar equilibrios para que los ámbitos tripartitos den respuestas, efectivamente. 


SEÑOR PUIG (Luis).- Creo que la delegación empresarial ha dicho cosas muy importantes y una ha 
sido plantearse la necesidad de hacer más abarcativa la negociación colectiva, un elemento 
fundamental que durante muchos años fue imposible practicar en el país. Hace unos años negociaban 
aquellos que tenían una organización sindical muy fuerte, pero el resto tenía serias dificultades. Por lo 
tanto, esa visión actual de la Cámara de Industrias del Uruguay y de la Cámara Nacional de Comercio 
y Servicios de que hay que ensanchar la negociación colectiva nos parece fundamental. Siempre es 
bueno poder avanzar en ese sentido. Tal vez la discusión de un proyecto de trabajo nocturno no 
hubiera sido necesaria si los trabajadores que tienen mayores dificultades de organización hubieran 
encontrado en su contraparte de las cámaras empresariales esa voluntad política de negociar y no 
hubiera sido necesario establecer por ley mecanismos para el trabajo nocturno y definir con absoluta 
claridad que el mismo es nocivo para la salud. Si a esas decenas de miles de trabajadores, a los cuales 
durante mucho tiempo se les negó considerar al trabajo nocturno que realizan como nocivo para la 
salud, se les hubieran aplicado normas que existen en la mayoría de los convenios colectivos, habría 
habido una buena oportunidad para avanzar en la negociación colectiva, pero estamos a tiempo. Creo 
que es saludable y estamos a tiempo de avanzar en todos los órdenes. 


Otro tanto podría decirse de la oportunidad en que se votó la ley del descanso semanal gastronómico. Si 
hubiera existido de las cámaras correspondientes la voluntad de negociar y no de litigar con el Estado, 
cuando el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social establecía claramente a partir de qué momento debía 
establecerse el descanso semanal, tal vez se hubiera avanzado. Ni qué hablar del descanso de los trabajadores 
de propiedad horizontal. Digo esto porque en todos los casos, ante la ausencia de negociación colectiva, 
existió la necesidad imperiosa de avanzar en legislación. 


Cuando se plantea el tema de los turnos rotativos, en primer lugar me parece que habría que basarse en el 
análisis que hacen la Cátedra de Salud Ocupacional de la Facultad de Medicina y la propia Facultad de 
Medicina, que desarrollan claramente lo negativo que es para la salud, para la vida social y familiar realizar 
turnos rotativos. En todo caso, este proyecto no está planteando remuneración adicional de ningún tipo sino 
condiciones laborales, sistemas de descanso, como la organización de una cuarta o de una quinta guardia, que 
permitan generar situaciones que mitiguen lo que significa el turno rotativo que, obviamente, es una agresión 
para la salud. 


Tenemos algunas modificaciones para proponer en este tema que tiene que ver con mecanismos colectivos en 
cuanto a ese común acuerdo que se plantea con el trabajador, pero rervindicamos plenamente tener una visión 
desde el punto de vista de la salud. 


En el proyecto se hace referencia a la creación del Convenio N* 173 de la OIT, de fondo de garantía por 
insolvencia patronal, que si bien no está ratificado pensamos que es fundamental avanzar en él así como en 
las recomendaciones de la OIT que establecen ese aspecto. Cuando se menciona el aporte solamente de los 
empleadores, estamos hablando de un fondo de garantía por insolvencia patronal para aquellos casos en los 
que a los trabajadores se les adeudan licencias, salario vacacional, quincenas. Para poder avanzar en un fondo 
con las características que se plantean, podemos discutir los montos, los porcentajes; inclusive, cuando se 
plantea lo del aporte de las empresas estamos pensando que ese fondo también actúe como una forma de 
disuasión para aquellos empresarios que no cumplen con la normativa o que aprovechan la forma de cierre 
para que los trabajadores no perciban sus créditos laborales. De alguna manera pensamos que las propias 
cámaras empresariales pueden ser un factor fundamental a la hora de plantear al conjunto de los empresarios 
cuáles son las formas de proceder, pero no se puede plantear que en este tema existe un aporte de los 
trabajadores. No sería lógico; son los trabajadores los afectados, hipotéticamente. No tenemos las mismas 
situaciones que en 2002, 2003, 2004 sino que son muchísimas menos; tal vez por eso hoy sea el momento de 
poder avanzar en esta legislación que es uno de los proyectos fundamentales que el PIT- CNT planteó al 
Gobierno. 


Por supuesto que lo que dice el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, en el sentido de intentar mayores 
mecanismos de consenso, de alguna manera lo estamos realizando acá, en la consulta con las cámaras 
empresariales. 


Este proyecto, que se origina en un convenio internacional de la OIT, nos parece fundamental para poder 
avanzar en materia de derechos; habrá que ver cuáles son los mecanismos, cuál es la redacción final, pero es 
absolutamente imprescindible para plantear garantía de derechos para los trabajadores. 


SEÑOR PLACERES (Daniel).- Realmente, la charla se fue tornando en un lindo debate de aportes 
alejado de lo que fue al inicio. Está bueno porque se fue logrando un espíritu de aporte. 


Nosotros estamos de acuerdo con que el Uruguay es de Pymes, con que el 5% de las empresas exportadoras, 
que andan arriba de las dos mil, concentra el 85%; el resto nace y muere en el Uruguay. Estamos tan 
interiorizados en el tema de las Pymes que acabamos de votar en este período la ley del Fondes -el Fondo de 
Desarrollo- por la cual se otorgó a la ANDE, e incluimos a las MYPE, US$ 50.000.000 para el desarrollo de 
la pequeña y mediana empresa y la gente de Anmype no estaba informada. Se le informa a la Cámara de 
Industrias del Uruguay que hay US$ 50.000.000 en el Fondo que se estableció, dividido en dos, y que lo 
administra la ANDE, la Agencia Nacional de Desarrollo, con un representante de la Anmype. Este es un dato 
no menor porque allí hay US$ 50.000.000 para el desarrollo de la pequeña y mediana empresa con relación a 
la Agencia Nacional de Desarrollo. El resto fue para el cooperativismo y la autogestión, pero se debatió y se 
discutió la necesidad de fomentar y de tratar de desarrollar a la pequeña y mediana empresa en una concesión 
global -vivimos en una sociedad capitalista-; hay pinceladas de economías que están emergiendo, muchas 
veces son empresas familiares que con el tiempo se van convirtiendo en empresas de porte en el Uruguay, no 
hacia el exterior -ya les digo que el 5% de las empresas exportadoras, que son más de dos mil, concentra el 
85%; vivimos en un país de Pymes-; el problema es que en este país en el que vivimos tenemos que 
desarrollar políticas de empleo y de desarrollo que las mantenga y no que las haga caer y morir. Esa es la 
realidad. En ese marco creo que está bueno haber empezado a analizar estos seis proyectos de ley de los 
cuales en algunos avanzaremos y en otros quedaremos medio cortos. 


Por ejemplo, en la ley sobre donación de sangre -no digo en la que se pueda discutir- no está contemplada la 
aféresis. En Uruguay, la donación de plaquetas se ha ido multiplicando porque han aparecido diferentes tipos 
de cánceres que afectan a la salud del ciudadano y hay mucha gente que padece esto. Está bueno el aporte de 
contemplar en esa normativa que vamos a estar discutiendo que esto no se tome como un festivo. Comparto 
que habría que regular sobre los feriados. No puedo ir a donar sangre antes de un feriado. En Uruguay se 
accedió mucho a los vehículos y la mayoría de la gente se va cuando llega el feriado. Debe haber datos sobre 
eso, y también sobre que se está utilizando mucho más en el funcionariado público que en el privado. Yo no 
los tengo, pero tenemos que empezar a analizar estas cosas. En Uruguay existe una ley laboral para el privado 
y otra para el público, y tenemos que ajustar eso. El trabajador privado tiene un riesgo imponente en cuanto a 
la estabilidad laboral, y ese es un debate que tenemos que darnos. 


Estamos discutiendo las tercerizaciones del Estado. Estamos discutiendo sobre las Pymes, el cooperativismo 
en Uruguay y las compras del Estado. Si bien existe una ley por la que se beneficia hasta un 30% a la pesca 
artesanal y a los proyectos agrarios familiares, estamos viendo de generar una que contemple a la industria 
nacional, que no está contemplada en ese 30%. Las compras del Estado mantienen determinadas Pymes o 
proyectos de alternativa económica distinta en el Uruguay. 


En cuanto al Fondo de Garantía de Créditos Laborales -quizás pueda chocar ““de insolvencia patronal”; el 
título del proyecto es “Fondo de garantía de créditos laborales”- hay una realidad: el Uruguay ha fomentado 
la inversión a través de la ley de inversiones pero hay que contemplar que esa inversión no se nos vaya al 
momento de empezar a pagar los aportes. Ha pasado que han venido empresas a Uruguay que luego del 
período de gracia, en el que no pagan impuestos, se retiran, dejando terribles daños colaterales. Esto lo hemos 
visto en algunos sectores de desarrollo, y creo que hay que contemplarlo dentro de la ley de inversiones 
cuando se discuta el fondo de garantía de crédito laboral. 


SEÑOR SCREMINI (Pelayo).- Agradezco a la Comisión si resuelve adoptar un compás de espera en lo 
que tiene que ver con estos proyectos de ley y permite habilitar la discusión tripartita en otros ámbitos 
que pueden enriquecer la normativa que finalmente apruebe el Poder Legislativo. 


Por otro lado, agradezco que los comentarios y sugerencias que se han hecho se incluyan en la versión 
taquigráfica para que puedan ser recogidos por otros legisladores que no se encuentran presentes. 


Quiero comentarles sobre el fondo previsto para los créditos laborales que empezamos a analizar en la 
Cámara de Industrias. Por un lado, hay opiniones y visiones distintas sobre la realidad. Para algunos, son 
casos absolutamente excepcionales y, para otros, casos que se viven día a día. Lo primero que quisimos hacer 
en la Cámara fue cuantificar exactamente de qué derechos incumplidos estamos hablando, cuántos son los 
créditos laborales no pagos. Estamos en un proceso que nos permite discutir sobre bases sólidas y no en base 
a opiniones, porque este es un proyecto demasiado importante como para que se legisle en base a opiniones y 
sobre la realidad que cada uno de nosotros ve en su respectivo ámbito. 


Nos encontramos analizando la información del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, del Banco de 
Previsión Social, del Poder Judicial, porque el dato duro tiene que ver con cuántos trabajadores no recibieron 
sus créditos laborales y con el monto, ya que eso nos puede dar una idea de la dimensión del problema. El 
fondo puede ser poco o mucho, no lo sabemos. Quizás es poquísimo, o muchísimo; no lo sabemos. Una vez 
que este tipo de instrumento nace a la vida jurídica, con todos sus defectos, sirva o no sirva, es muy difícil 
quitarlo. Esto nos preocupa porque nos preocupa el costo del empleo formal en el Uruguay. Se podrá decir 
que es un 0,01%, 0,000025% -no importa- y acá no estamos hablando de si el aporte lo paga el trabajador o el 
empleador. ¿Cuánto es el costo del empleo formal total? En definitiva, el dinero sale del Estado o de la 
empresa a sus trabajadores. Todavía no lo tenemos afinado, pero dependiendo del nivel salarial de la persona, 
de cada $ 100 que salen de la empresa -si hablamos de un salario menor-, $ 70 van para el trabajador y $ 30 o 
$ 35 para el Estado por conceptos globales: aportes a la seguridad social, tasas, fondos que ahora se están 
empezando a crear en el ámbito de los Consejos de Salarios. Si el salario del trabajador es un poco mejor, de 
$ 100 que salen de la empresa, $ 60 van para el trabajador y $ 40 para el Estado en forma de distintos tipos de 
aportes, tasas, tributos y demás. En líneas generales, a medida que aumentan las franjas salariales, es el 40% 
o el 41%, a medida que disminuyen los salarios, va bajando un poco la escala. Esto es muy importante a tener 
en cuenta porque si bien estamos hablando de porcentajes mínimos, inciden en la formalidad e informalidad 
del trabajador, del mercado laboral y de las empresas. En el mundo de hoy el crecimiento, el trabajo digno y 
la empresa sostenible como promueve la OIT solamente se dan dentro de la formalidad, no dentro de la 
informalidad, donde se vulneran todo tipo de derechos, ya sea para el lado empresarial como para el 
trabajador. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Queda pendiente el envío del material para seguir profundizando. La 
Comisión tiene la voluntad de intercambiar; si bien puede legislar y aprobar sin consultar a nadie, nos 
parecía poco serio en temáticas importantes para los trabajadores. Por eso estamos haciendo este ida y 
vuelta; creemos que este es el ambiente final que debemos tener para progresar. También llamamos al 
Ministerio de Salud Pública y al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social para intercambiar y ver en 
qué podemos mejorar, aunque nos cueste un poco más de tiempo. Me parecía importante decir cómo 
ha trabajado la Comisión en este año. 


SEÑOR FRASCHINI (Juan José).- Agradezco a la Comisión y a los legisladores las manifestaciones de 
comprensión en el sentido de posibilitar un tratamiento tripartito de muchos de estos temas. Quiero 
pedir que en otras oportunidades en que nos inviten -concurriremos con mucho gusto- podamos 
limitarnos al enfoque de determinados proyectos, ya que hoy había muchos y el análisis de cada uno 
nos hubiera llevado una sesión entera. 


La oportunidad del tratamiento tripartito previo fijando plazos razonables y no con la finalidad de tirar la 
pelota y que no ocurra nada, porque queremos resultados satisfactorios para todos, es para nosotros una señal 
importante. 


(Se retiran de sala las autoridades de la Cámara de Industrias del Uruguay y de la Cámara Nacional 
de Comercio y Servicios) 


(Ingresan a sala representantes de la empresa Ingener S.A.) 


Damos la bienvenida al ingeniero Daniel Vázquez, al doctor Luciano Cabana y al señor Jorge Pazos, 
representantes de la empresa Ingener. La Comisión recibió a los trabajadores de la empresa, que hicieron 
algunas puntualizaciones, y los convocamos para interiorizarnos de la situación desde vuestro punto de vista. 


SEÑOR CABANA (Luciano).- Antes que nada, les agradecemos la invitación. La idea es contarles un 
poco en qué consiste el proyecto y cómo se fueron dando los hechos que nos traen a esta 
comparecencia. 


Básicamente, estamos hablando de dos parques solares de 15 MW y 50 MW, llamados Parque Solar 
Fotovoltaico del Litoral y El Naranjal, respectivamente, que se ubican en las afueras de Salto, a 
aproximadamente 10 kilómetros. Nuestro cliente y desarrollador de los parques es la empresa SunEdison, una 
compañía norteamericana líder en energías renovables en el mundo. 


En lo que tiene que ver con la ejecución de las obras, Ingener ocupó directamente a unos ciento cincuenta 
trabajadores jornaleros, veinte mensuales y a un número similar de trabajadores a través de empresas 
subcontratadas, fundamentalmente locales. Más o menos en el 90% de los casos, el personal contratado tanto 
por Ingener como por nuestros subcontratistas era del departamento de Salto y sus inmediaciones. 


Ambas obras comenzaron sobre el mes de agosto de 2015 y al momento de la suspensión de los trabajos 
contaban con un avance global del orden del 70%. En el caso de las obras civiles, especificamente en Parque 
del Litoral, se encuentran con un avance del 90%, llegándose inclusive, en el mes de febrero, a realizar las 
primeras desvinculaciones de personal por avance de obra. 


Durante el desarrollo del proyecto, sobre fines de 2015, empezamos a tener dificultades para hacernos con el 
pago de nuestras facturas, sin perjuicio de lo cual, al mismo tiempo que hacíamos gestiones comerciales con 
nuestros clientes para interiorizarnos de por qué no estábamos recibiendo nuestra contraprestación 
económica, continuamos con el proyecto, honrando nuestros compromisos, tanto con los trabajadores como 
con los subcontratistas, porque tenemos claro que de ello depende que estos, a su vez, cumplan con sus 
trabajadores. 


En los primeros meses de este año, las gestiones comerciales para tratar de comprender por qué los fondos 
del proyecto no estaban llegando a Ingener se hicieron más intensas pero no arrojaron resultados concretos. 
Nosotros insistimos en nuestra posición, tratando de saber qué sucedía y cuándo se iba a cumplir con nuestra 
contraprestación. La respuesta del cliente fue solicitar la suspensión de los trabajos, a fines de marzo, para 
tener más claro el panorama, honrar las obligaciones con Ingener y continuar con el proyecto. Naturalmente, 
la suspensión de los trabajos significó que tuviéramos que plantearnos qué hacer con los trabajadores 
afectados al proyecto. 


En ese sentido, el personal permanente de esta empresa fue reubicado en otros proyectos y, a los efectos de 
buscar una solución para los trabajadores contratados por obra terminada, rápidamente nos pusimos en 
contacto con la departamental del Sunca de Salto y con la dirección nacional, con las cuales teníamos 
vinculación desde el inicio del proyecto, puesto que el sindicato y la empresa se vinculan como algo de todos 
los días en lo que tiene que ver con sus relaciones laborales. Rápidamente llegamos a un acuerdo bipartito 
que formalizamos el 1” de abril en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social que fue ratificado por 
asamblea. Mediante ese acuerdo logramos que los trabajadores de Ingener con causal para acceder al seguro 
de desempleo se acogieran al mismo y acordamos que los trabajadores sin causal, que era el problema más 
importante que teníamos para resolver, se fueran reubicando en los distintos proyectos de la empresa de 
manera tal que pudieran generar su sustento. 


Ese acuerdo se encuentra prácticamente cumplido. Tenemos agendada una reunión de seguimiento en 
Dinatra, la semana que viene, sin perjuicio de que estamos en contacto permanente con el sindicato, en un 
ámbito bipartito, para ir fiscalizando cómo se va cumpliendo el acuerdo. Asimismo, nos encontramos en 
múltiples gestiones con los distintos actores involucrados, buscando una solución para que se retomen las 
obras cuanto antes, que es lo que nos preocupa y nos trae hasta aquí. 


SEÑOR ANDRADE LALLANA (Óscar).- Damos la bienvenida a la delegación. 


La crítica más dura es al procedimiento de cierre sin negociación previa de las condiciones con los 
trabajadores, con lo cual hubo que reinstalar posteriormente el diálogo en condiciones delicadas, es decir, ya 
con el hecho consumado de no tener trabajo. La denuncia principal que trajo el sindicato es que hubo un 
proceso de desmontaje de la planta en Semana de Turismo, generando una condición que afectó el clima 
natural de negociación colectiva. Somos de la idea de que siempre tiene que haber negociación colectiva, 


sobre todo, en momentos difíciles. No se critica la circunstancia del incumplimiento del inversor que 
claramente no depende de la empresa sino, reitero, que no se contó con instancias previas de negociación. 
Aclaro que esto también lo dije cuando vinieron los compañeros del sindicato. 


Más allá de esto, ¿qué información tienen acerca de la posibilidad de que la obra continúe? Es claro que el 
esfuerzo principal debe apuntar en ese sentido. No somos amigos del juicio ganado a la obra que no se hace; 
de hecho, en un escenario similar con respecto a la planta regasificadora, que duró más de cien días, la 
intención era reinstalar la posibilidad de la puesta en funcionamiento de la obra. Claramente, ese escenario no 
depende del Parlamento ni del sindicato; con seguridad, tampoco de la empresa, que debe de tener voluntad 
de terminar la obra. Ahora bien, un escenario posible es que la obra no se haga o se retome dentro de un año 
o dos. En ese caso, podemos atravesar una segunda situación: hay compañeros permanentes de la empresa 
que seguramente esta contenga porque están fuera de la posibilidad del incumplimiento de contrato y hay 
compañeros a quienes se les incumplirá el contrato si la obra no continúa. Este es un elemento que queremos 
atender, tratando de que no se genere ese escenario. Está claro que nuestra preocupación es que la obra se 
haga, por varias razones: por el país, por la industria, por la matriz energética. No queremos un país con 
obras por la mitad, con esqueletos. Además, no se trata de una inversión menor y, teniendo en cuenta su 
avance, no parece sensato que la obra no culmine. De todos modos, no podemos descartar ese escenario, en 
tanto no depende del sindicato, ni de la empresa ni del Parlamento. Por eso, debemos tratar de tener una 
negociación colectiva fluida, porque en general se precisa para los peores escenarios. Cuando no hay ningún 
problema, no hay que cortar a nadie, no hay que tomar ninguna decisión complicada, se necesitan ámbitos de 
intercambio pero la cosa está encaminada. Se precisa más diálogo cuando la cosa está complicada. En este 
caso, sobre todo en un sector que tiene una experiencia de diálogo importante, nos llama la atención la forma 
en que se produjo la detención de tareas. Repito: los compañeros denuncian que el viernes se fueron de 
licencia por la Semana de Turismo y el lunes se enteran de que no había más obra. Ya se habían sacado los 
equipos, las máquinas, las grúas. No parece ser la forma más madura de atender una circunstancia compleja. 
Si el inversor dejó de pagar, la empresa tiene dificultades, pero la forma en que se tomó la decisión no parece 
haber incorporado las mejores prácticas en materia de negociación colectiva que se tuvieron que tomar 
después. Claramente, habrá que instalar la negociación para ver cómo se reanudan las obras y se reinicia el 
trabajo la semana que viene -¡ojalá que sea así!-, pero sobre todo si la obra se discontinúa o se para por un 
tiempo prolongado. 


Nosotros queremos ayudar a generar ámbitos de diálogo necesarios para atender a todas las partes afectadas y 
la más vulnerable son los trabajadores. Sabíamos, quizás no en lo términos mencionados por la empresa, que 
la obra civil tenía un alto porcentaje de avance y que faltaba bastante más de montaje. También sabemos que 
Salto está atravesando una situación complicada y este emprendimiento no es menor desde el punto de vista 
laboral. 


SEÑOR CABANA (Luciano).- En el momento en que el cliente nos comunicó la suspensión de los 
trabajos nos encontramos con una situación muy compleja. Nosotros veníamos haciendo intensas 
gestiones comerciales para tratar de hacernos con el pago de lo que se nos debía y poder continuar con 
el proyecto. La comunicación de la suspensión de los trabajos fue bastante intempestiva y la empresa lo 
manejó lo mejor que pudo, dado lo complejo de la circunstancia. 


Inmediatamente después de que tuvimos un panorama claro, convocamos al sindicato y nos sentamos a 
dialogar. Tampoco podíamos sentarnos a negociar y trasmitir incertidumbre. ¿Se podría haber hecho mejor? 
Sin duda, siempre se puede hacer mejor. Nos manejamos con los recursos que tuvimos y de la mejor manera 
que pudimos. El hecho de sentarnos enseguida a negociar con el sindicato como es práctica habitual de la 
empresa y de haber logrado en cuatro o cinco días, en una situación tan compleja, un acuerdo que se 
encuentra en plena ejecución, habla de que la negociación colectiva en esta empresa y concretamente con 
este proyecto se maneja en buenos términos. El escenario hacia delante es complejo, pero tenemos claro que, 
tal como está planteada la situación, la manera de transitarlo en lo que tiene que ver con los trabajadores es a 
través de la negociación colectiva. 


Con respecto al impacto de esta situación y a que eventualmente no se retomen los trabajos, hipótesis que 
preferiríamos no considerar pero tenemos que hacerlo, voy a pedir al ingeniero Daniel Vázquez que se 
explaye sobre el tema. Esto trasciende este proyecto y afecta de manera grave a la empresa en términos 
globales, incluidos los setecientos u ochocientos trabajadores que ocupa Ingener. 


SEÑOR VÁZQUEZ (Daniel).- Creo que lo más importante es lo que ha manifestado el diputado Andrade, en 
cuanto a que esta situación es compleja y que tenemos que sumar fuerzas para resolverla. 


Desde el punto de vista de lo que significa nuestra intervención como empresa en este proyecto, es un 
porcentaje importante, pero es minoritario. La empresa extranjera aporta el complemento de los materiales de 
tecnología, el proyecto y el know how para que eso funcione. Lo nuestro es, fundamentalmente, la ingeniería 
local, con las obras de UTE, el manejo en equipo de toda nuestra empresa, es decir, todas las personas que 
han trabajado en este proyecto, ya sea directamente o desde el punto de vista de ingeniería. 


El impacto para una empresa chica como la nuestra es muy importante. Estamos haciendo las gestiones 
locales que podemos para aguantar esta situación. La prioridad es nuestra gente, porque somos una empresa 
de trabajo, no de capital. Somos una empresa que se ha generado año a año, incurriendo en nuevas técnicas, 
pero con el apoyo de todo el equipo de Ingener. No nos estamos quedando quietos; estamos haciendo las 
mejores gestiones que podemos a todo nivel. 


Puede haber un problema de plazos. Creo que es importante que a nivel nacional haya que flexibilizar alguno 
de los plazos -tal vez en eso nos puedan dar una mano-, porque en uno de los parques la situación es de un 
avance menor, y hay ciertos plazos que cumplir desde el punto de vista contractual con UTE. Para Ingener no 
es un contrato más, es un contrato importante, es un contrato que nos afecta desde la espalda financiera. 
Como siempre, estamos trabajando, hablando con nuestros proveedores y con todos los que pueden 
ayudarnos para sortear esta situación. 


¿Qué entendemos? Que lo que hay por delante son dos proyectos que tienen valor y lo tienen hasta un cierto 
plazo, es decir, mientras siga vigente el posible contrato con UTE. 


En cuanto al equipo de Ingener, el doctor Cabana ya ha manifestado cómo lo hemos encarado. Tal vez nos 
sorprendió un poco la velocidad. Nosotros trabajamos con nuestra gente y en equipo; no podemos avanzar de 
otra manera. Reitero que la situación es delicada, que estamos moviéndonos, y que tal vez necesitemos 
algunos apoyos con relación a los plazos como posibles soluciones. Nosotros no tenemos la llave. Es un tema 
en el que vamos a tener que sumar fuerzas porque la calidad de los inversores ha cambiado; el diputado 
Andrade sabe bien que está pasando en algunos contratos de la industria. Hemos recibido inversiones 
extranjeras directas de buena calidad; como todas las obras, tienen su dificultad, pero todas las empresas y los 
trabajadores hemos aprendido cómo se construyen esas obras. Sin embargo, están llegando inversiones que 
prometen mucho y después no se concretan. 


Creo que, como una cuestión más general, tal vez tengamos que ver en conjunto mecanismos razonables a 
seguir. Obviamente, hay cuestiones comerciales que son de riesgo, pero no tiene sentido que proyectos de 
tanta importancia, con financiamiento asegurado, se terminen desviando por situaciones que son totalmente 
ajenas a la región. 


Para lo que quieran saber de primera mano está el doctor Cabana, que es quien tiene los detalles. Él es 
nuestro responsable y tiene el mejor diálogo con el sindicato, porque esto lo hacemos juntos. 


SEÑOR ANDRADE LALLANA (Óscar).- Es claro que hay algunos aspectos puntuales, que tienen que 
ver con la obra en particular, y otros más generales. 


El peor escenario es que no solamente la obra quede por la mitad, sino que además arrastre a empresas y 
trabajadores nacionales. Si bien no es fácil pensar en certezas plenas, habría que ver cómo se pueden lograr 
mecanismos que, en la medida de lo posible, razonablemente intenten evitar esta situación. En todo caso, nos 
comprometemos a hacer gestiones, formales o informales, para intentar que no vayamos rumbo al peor de los 
escenarios posibles. Sabemos las dificultades que esto tiene. Es bueno que en la Comisión haya el máximo 
consenso posible porque cuando se debe atender una circunstancia particular de una empresa, desde afuera se 
puede decir: “Tenías para cobrar una multa equis; como no la cobraste, sos un mal administrador”. Hay que 
mirar este escenario -u otros que se puedan dar- de la forma más amplia posible. Descarto esto porque nos 
tocó trabajar juntos en la salida de la regasificadora, y le buscamos todas las soluciones posibles. Entonces, 
no hay que chicanear, sino tratar de buscar la mejor salida global. 


Descartamos en que va a haber diálogo para intentar resolver el asunto. Uruguay requiere de inversiones -eso 
no lo discute nadie-, pero intentando tener los resguardos suficientes como para que no se prostituya, para 
que no tengamos una circunstancia de este tipo. Habría que poner mucha cabeza. Es claro que esto es algo 
que nadie quiere; no creo que haya nadie, de ningún palo, que diga: “Quiero una inversión espuria que deje a 
la gente colgada”. Por lo que sé de esta empresa, está en condiciones muy complicadas desde el punto de 
vista financiero: tiene deudas que parecen de un Estado nación y no de una empresa. 


Tenemos disposición para dar una mano. Quizá lo que precisemos es cruzar la información para ser eficaces 
en las gestiones que podamos llevar adelante. El compromiso de trabajo de la Comisión está en un doble 
plano: en el interés general de que la obra se haga, y que, mientras esté postergada, se intenten evitar males 
mayores. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como debo retirarme, y no está presente el señor vicepresidente de la 
Comisión, solicito que se vote un presidente ad hoc. Sugiero al señor diputado Oscar Andrade. 


Se va a votar. 
(Se vota) 


Tres en cuatro: AFIRMATIVA. 


(Ocupa la Presidencia el señor representante Óscar Andrade Lallana) 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Aprovecho para dejar constancia en la versión taquigráfica de que me 
incorporo en este momento a la Comisión. No estuve presente en la parte deliberativa inicial, donde 
comparecieron varios actores con relación a la agenda legislativa. Esta reunión coincidió con una 
reunión de mi bancada parlamentaria, pero tanto el señor presidente como el resto de los compañeros 
saben que estamos muy comprometidos con el análisis legislativo del paquete de proyectos que la 
Comisión está analizando. 


Simplemente quiero formular una pregunta, si se quiere desde el desconocimiento profundo de este asunto. 
Más allá de las referencias que he recogido en la Comisión, no he estado cerca del tema, como sí lo ha estado 
el diputado Andrade y otros colegas, pero se me ha despertado la curiosidad. Quisiera preguntarle a la 
delegación empresarial qué expectativas tenemos de que efectivamente esto se pueda prolongar y concretar o, 
en tal caso, si estamos en una posición de mayor pesimismo en cuanto a que esto nos conduzca 
irreversiblemente a la interrupción definitiva del proyecto. Y, en esa dirección ¿qué acciones se están 
tomando? ¿Quiénes están impulsando este emprendimiento? ¿Qué expectativa le pueden trasmitir a la 
Comisión para saber dónde estamos parados? Me parece que es una información que puede ser relevante o 
ilustrativa para nosotros. 


SEÑOR VÁZQUEZ (Daniel).- Nuestra expectativa es de un cauto optimismo. La situación no es 
sencilla porque, si bien hay números generales que uno ve en la prensa de lo que puede manejar esta 
compañía en el exterior, este proyecto tenía su financiación. En la situación general internacional, eso 
es lo que se manifestó por parte de esta gente y lo que entendemos que finalmente afectó la situación de 
Uruguay. 


Entendemos que los dos proyectos tienen un valor muy importante porque atrás tienen un contrato de UTE de 
compra de energía, con las garantías que presenta UTE como empresa nacional y con toda la calificación, 
desde el punto de vista internacional, de que esos contratos tienen valor. Pero la situación es compleja y, al 
día de hoy, no vemos cuál sería el camino. Hay caminos que podrían hacer más corto el plazo de solución, y 
caminos donde, por ejemplo, tendría que intervenir alguna otra empresa para retomar el proyecto, que pueden 
ser más largos. Entonces, creo que la consideración, como Comisión, como interés nacional -como decía el 
diputado Andrade- de no dejar tirado tanto a nuestro equipo, a la gente, a nosotros, como trabajadores, y al 
proyecto, es tener en cuenta que tal vez haya que manejar algún plazo para que esto termine resultando en 
una situación razonable para completar la obra. Todo va a costar; nos va a costar como empresa y desde todo 
punto de vista, pero creo que se pierde mucho más si el proyecto queda en el punto en que está, que es más 


parecido a tres cuartas partes. Parecería que todos, los financiadores y las empresas nacionales, perdemos 
mucho si esto no llega a su fin. 


Si nos preguntan cuál es nuestra expectativa al día de hoy, diremos que es optimista -en el sentido de que nos 
estamos moviendo todo lo que podemos para colaborar-, pero cauta; todavía no le hemos visto una solución 
concreta. Reitero que lo que visualizamos es que probablemente sea necesario manejar algún esquema de 
plazos a nivel de gobierno. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Agradezco mucho la respuesta. Deduzco -espero no estar equivocado- que 
la causa del problema no está en el negocio en sí mismo. Advierto que, salvo que se hubieran hecho mal 
los cálculos, el proyecto es rentable, o debería serlo en la medida en que tiene un asegurada una parte 
del mercado, un contrato de suministro de energía a UTE. Deduzco que, desde ese punto de vista, el 
proyecto es de escaso riesgo o de rentabilidad prácticamente segura. ¿El problema es el 
desfinanciamiento del proyecto, es decir, circunstancias supervinientes que generaron dificultades para 
financiar la inversión o para concretarla? 


SEÑOR VÁZQUEZ (Daniel).- Como decía, el proyecto contaba en un porcentaje importante con 
financiamiento bancario del exterior. Hay otro aporte en este tipo de proyectos que lo hace el promotor. 
Pero entendemos que ciertos fondos, en lugar de aplicarse al proyecto, se manejaron en forma general. 
Al día de hoy, esto termina generando una situación de falta de liquidez hacia el proyecto. La cuestión 
es reconstruir esa fuente de financiación. 


SEÑOR PAZOS (Jorge).- Cuando nos enteramos de que la empresa Ingener S.A. había sido invitada a 
participar de esta Comisión, pedimos acompañarla por una sencilla razón: la Cámara está muy 
preocupada porque varias empresas se han ido y han quedado sin efecto varios emprendimientos. Esto 
ha dejado a muchos trabajadores sin su fuente laboral y a algunas empresas uruguayas con deudas en 
decenas de millones de dólares y sin un futuro cierto. Esta situación llevará a la quiebra a muchas 
empresas locales y a la pérdida de puestos de trabajo. 


A mi modo de ver, quizás no sea tan importante la cuestión financiera, sino otros aspectos que son de forma. 
Como decía el ingeniero Daniel Vázquez, cuando uno solo tiene en cuenta un contrato sobre suministro de 
energías renovables -en el cual se da equis cantidad de tiempo para que se empiece a suministrar y no se 
concreta, cae, se cobra la garantía y se terminó el negocio- y no repara en la necesidad de la energía ni en la 
situación de los trabajadores, se fracasará en esta área en la que Uruguay está tratando de ser uno de los 
principales impulsores. El otro día, leyendo un informe del BID me enteré de que los primeros lugares los 
ocupan Brasil, Chile y México y no Uruguay, como yo creía. Nosotros todavía no hemos llegado a lo más 
alto en lo que refiere a energías renovables. Por lo tanto, hay que tener cuidado con estos proyectos porque 
hay mucha gente y empresas que trabajan en ellos. Además, hay empresas chicas y proveedores que han 
quedado con deudas muy grandes y van a tener que cerrar. 


Obviamente, además de los emprendimientos de la empresa Ingener S.A., la Comisión tiene conocimiento de 
otros, y nos consta que ha trabajado mucho para que el impacto sea el menor posible. Pero no podemos negar 
que muchas empresas que llevan adelante emprendimientos energéticos en el país van a cerrar, y no solo van 

a quedar sin trabajo los trabajadores contratados a término para la ejecución de ese proyecto, sino también los 
permanentes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nos comprometemos a hacer las gestiones pertinentes en la medida de lo 
posible y nos mantenemos en contacto. 


Agradecemos su presencia. 


(Se retira de sala la delegación de la empresa Ingener S.A.) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Asociación de Funcionarios Aduaneros, AFA) 


La Comisión de Legislación del Trabajo tiene el gusto de recibir a una delegación de la Asociación de 
Funcionarios Aduaneros, integrada por su secretario general, señor Basilio Pintos; por las señoras Gabriela 


García y Carmen Pérez; por el señor Alfredo Bentancor, y por el doctor Juan Pablo Decia. 
SEÑOR DECIA (Juan Pablo).- Gracias por recibirnos. 


El motivo de solicitud de la visita radica en un tema que ya es conocido para esta Comisión y que tiene que 
ver con el mal relacionamiento -diría, pésimo- que existe, lamentablemente, entre el Director Nacional de 
Aduanas, contador Enrique Canon y el sindicato de Aduanas. 


Como sindicato, siempre hemos apostado al diálogo, sin éxito. Hemos denunciado, en diferentes ámbitos, el 
incumplimiento por parte del Director Nacional de Aduanas de la ley de negociación colectiva, en cuanto a 
que no existen canales de diálogo bipartitos en la Aduana. Todas las cuestiones que tienen que ver con la 
dinámica de relacionamiento entre el sindicato y la Dirección tienen que ser dilucidadas en el ámbito 
bipartito, porque así lo mandata la Ley N* 18.508, de negociaciones en el sector público. El Director, 
desconociendo sistemática y flagrantemente lo que dispone esa ley, no atiende al sindicato, debiendo la 
Asociación de Funcionarios Aduaneros instrumentar todas las instancias de diálogo y de acercamiento con la 
Dirección a través de la Dirección Nacional del Trabajo, que es un ámbito que debería funcionar como última 
opción, cuando fracasan los ámbitos naturales de diálogo, pero como en la Aduana no existen, debemos 
acudir sistemática y reiteradamente a la Dirección Nacional de Trabajo para encontrar receptividad a los 
planteos de la Asociación. 


En este último tiempo, se ha agravado el relacionamiento con el Director Nacional de Aduanas por cuestiones 
que nosotros entendemos son graves, en la medida en que menoscaba y desestimula el ejercicio de la 
actividad sindical. Concretamente, esta vez le ha tocado al presidente de la Asociación, al señor Roberto 
Valdivieso, ser menoscabado por su ejercicio como dirigente sindical. 


Como sabrán los señores diputados, en la Aduana funciona un régimen de metas por desempeño que, en 
función del cumplimiento de determinados factores -que tienen que ver con la asistencia al trabajo, con el 
trabajo en grupo, con la obtención de metas que se van trazando al comienzo del año, etcétera-, determinan 
una calificación para el funcionario que, naturalmente, tiene su correlación en el salario. 


El presidente del sindicato, en el marco de esa reestructura y de esas metas por resultado, el año pasado fue 
calificado con un puntaje de dieciocho. Este año, sin que existiera ningún cambio aparente -aún sigue siendo 
presidente-, fue calificado con un puntaje de cuatro. O sea que hubo un abatimiento considerable en la 
puntuación que se le asignó por metas al presidente del sindicato. Bajó catorce puntos su calificación, y eso 
no puede verse de otra manera más que como un desestímulo y un menoscabo a la actividad sindical, porque 
está dando un mensaje explícito en cuanto a que el dirigente sindical verá afectada su calificación por metas. 
COFE ya está al tanto de esto y sus autoridades están muy preocupadas por esta situación. 


En el ámbito público, en la Dirección General Impositiva existe un mecanismo similar al de Aduanas, pero se 
respeta a los dirigentes sindicales la calificación que obtienen el primer año que son calificados siendo 
dirigentes sindicales y, mientras mantienen esa condición, se mantiene la calificación que se les dio 
originalmente, porque el hecho de ser dirigentes sindicales no puede afectar el salario ni la calificación. 


Ese abatimiento en la calificación del presidente del sindicato vino luego de una investigación administrativa 
que el Director Nacional de Aduanas decretó en el marco de los hechos que son de público conocimiento, que 
tienen que ver con la entrada ilegal de dinero desde Argentina. Esto también es producto de que no existe 
diálogo entre la Dirección Nacional de Aduanas y la AFA. El presidente del sindicato hizo unas declaraciones 
en la prensa respecto de la falta de controles en los diferentes puntos aduaneros del país y, en función de eso, 
el Director Nacional de Aduanas decretó el inicio de una investigación administrativa, citando al señor 
Roberto Valdivieso, presidente del sindicato, para que explicara sus declaraciones y la postura de la AFA. A 
nuestro juicio, esto se hizo para intimidarlo y para pretender silenciar al gremio por esas denuncias que el 
sindicato viene realizando desde el año 2003, cuando en el marco de una denuncia a la que se dio el nombre 
Cielos abiertos, la AFA advertía al Director Nacional de Aduanas de la falta de controles que había y que hay 
en los diferentes puestos de aduana del país. Concretamente, en el turno de la noche, sucede algo 
insostenible: hay treinta y ocho funcionarios para cubrir todas las aduanas del país. Reitero que eso determinó 
una declaración del presidente del sindicato y, una vez que tomó estado público, el inicio de una 
investigación administrativa por parte del Director, citando a Valdivieso y a ninguna persona más, y no 


diligenciando ningún otro medio de prueba, lo que, a nuestro juicio, reafirma que hay, veladamente, una 
acción antisindical detrás de esa investigación. 


La señora María del Carmen Pérez Berta, secretaria del sindicato, el año pasado también sufrió algo similar 
en su calificación por metas, lo que luego fue enmendado porque se reconoció que no correspondía abatir las 
calificaciones de un dirigente sindical, pero este año nos volvemos a encontrar con esa situación. 


Creemos que la investigación administrativa es un corolario de ese mal relacionamiento y del 
desconocimiento del Director Nacional de Aduanas de los ámbitos de negociación, porque habría bastado con 
que citara a la AFA a una instancia bipartita en la propia Aduana para saber de dónde había obtenido la 
información el presidente del sindicato, y si se podía rescatar algo en beneficio del servicio, reforzando los 
controles. Como esos ámbitos no funcionan, el Director optó directamente por iniciar una investigación 
administrativa, en la que el único involucrado y citado a declarar ha sido el presidente del sindicato. 


Me podrán decir que las investigaciones administrativas no causan estado y tienden a determinar la existencia 
de hechos o de actos irregulares. Es verdad, pero todos sabemos que detrás de una investigación 
administrativa siempre hay un fin punitivo, y que, por lo general, termina en sumarios. Entonces, el inicio de 
esa investigación administrativa no se vio con muy buenos ojos. 


AFA ya no tolera esta situación de hostigamiento y de menoscabo de sus representantes por parte del Director 
Nacional de Aduanas. 


SEÑOR PINTOS (Basilio).- Para que los señores diputados entiendan la magnitud de todo esto, 
tenemos que hacer referencia a la reestructura de la Aduana. En esa oportunidad, el Director Nacional 
de Aduanas nombra a setenta y nueve personas a dedo, pagándoles un sobresueldo que, a veces, supera 
el doble del sueldo. El mensaje es: “Cuidá tu chacra, cuidá tu lugar; si no, el mes que viene, no te voy a 
pagar eso”. Por esa razón ocurren toda clase de atrocidades dentro de la Aduana. 


Lo que se está haciendo con el presidente del sindicato, el compañero Valdivieso, lo califico de atrocidad. No 
podemos tolerar que el señor Director Nacional de Aduanas ordene una investigación administrativa por un 
dicho de prensa del presidente del sindicato. 


SEÑOR ANDRADE LALLANA (Óscar).- Quiero hacer alguna consideración general. 


En primer lugar, es notorio que hemos tenido más dificultad en la actividad pública que en la privada para 
que prospere la negociación colectiva. Se avanzó en el ámbito jurídico en ambos espacios, pero si uno tiene 
en cuenta el punto de partida en la actividad privada, allí el grado de desarrollo ha sido superior 


Tengo claro que hay sectores enteros dentro de la actividad privada que, en los hechos, carecen de 
negociación colectiva o tienen poco espacio para ella. Es cierto que en la actividad pública hay menos 
argumentos para encontrar las dificultades que hoy tiene. En casi todas las ramas de actividad, esta ha sido 
una constante. Hay que revisar la distancia que hay entre el instrumento y su aplicación. La semana pasada, 
nos pasó con los trabajadores de los entes y con los trabajadores de COFE. Tendríamos que ver cómo 
logramos colocar esto en la perspectiva no solamente de ser el cronista de esta dificultad, sino de buscar los 
mecanismos de superación. 


No sé bien qué mano podremos dar porque no tengo certeza de que se necesiten nuevos instrumentos 
jurídicos. Capaz que hay que generar instancias que nos permitan mirar el desarrollo de la negociación 
colectiva para potenciarla en todos los planes y niveles, a los efectos de lograr una negociación colectiva de 
mayor calidad. 


En segundo término, las denuncias de represión sindical siempre son graves. Siempre es grave la represión 
sindical porque violenta un derecho fundamental. 


Lo que trataremos de hacer como Comisión es convocar a la contraparte. No haremos un juicio sumario de la 
denuncia. La tomamos; parece estar sentada en un tema muy grave. Citaremos a las autoridades para que den 
su opinión, también tratando de mejorar el diálogo. Coincido con la delegación que esto pasa cuando hay 

poco diálogo: todo termina en un tribunal o en un ministerio cuando hay poca posibilidad de diálogo. No voy 


a decir que esto es lo que pasa en Aduanas porque sería prejuzgar, pero vamos a citar a las autoridades por la 
gravedad que tiene la denuncia. Nuestra concepción es que cuando a alguna persona se le violentan los 
derechos, se le violentan a toda la sociedad. Cuando a una persona se le violenta el derecho al trabajo, a la 
expresión, es la sociedad la que tiene violentado ese derecho, no solo la persona. Cuando se consideran las 
libertades sindicales, eso lo hemos concebido así siempre. Cuando a alguien se le violentan las libertades 
sindicales entendemos que es un elemento que violenta y deteriora a toda la sociedad, no solamente a ese 
colectivo de trabajadores. 


El caso de los diecinueve trabajadores con veinticinco años de trabajo que fueron echados de Nolir, de 
Caputto, hace algunas semanas, es un problema de ellos y un problema de la sociedad. Cuando hay una 
práctica que violenta derechos que están consagrados a nivel general se violenta a toda la sociedad. Con esa 
preocupación vamos a tratar de abordar el tema intentando también -ya que este no es un tribunal de alzada; 
no estamos ante un juicio donde tenemos una sentencia a tomar- reconstruir los puentes deteriorados. Ese es 
un trabajo que la Comisión puede tratar de hacer, aunque claramente no depende solo de nosotros. De hecho, 
el año pasado fueron convocadas ciento cuarenta delegaciones de empresas y de entidades del Estado y más 
del doble eran sindicales porque, en muchos casos, entidades del Estado y empresariales no vinieron; y si no 
vienen, no vienen; se los puede convocar pero acá ni siquiera existe la capacidad -como en el Ministerio- de 
generar una multa cuando no comparecen. Vamos a hacer los esfuerzos para instalar ámbitos que coloquen 
este tema arriba de la mesa en el sentido de despejar estos temas, de canalizar por vía del diálogo la relación 
laboral -es la forma más civilizada y sensata- y que nos den las explicaciones de la segunda denuncia en el 
sentido de cuáles fueron los componentes que llevaron a que se terminara en una investigación 
administrativa. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Objetivamente, las denuncias que aquí se han venido a formular son, por 
su propia naturaleza, de una gran gravedad. Sin embargo, a nosotros no nos sorprenden 
completamente porque este tipo de situaciones creo que no son nuevas en la Dirección Nacional de 
Aduanas, por lo menos en el último tiempo. Este también es un dato objetivo, estoy describiendo 
hechos; que ha habido dificultades y situaciones conflictivas entre los trabajadores y el director 
nacional de Aduanas es algo que se remonta prácticamente a su propia asunción en el período pasado, 
en el ejercicio de su función 


De todas maneras, tuvimos un capítulo reciente, en la instancia presupuestal del año pasado, con relación a la 
nocturnidad. Quiero aprovechar para preguntar a los trabajadores cómo se terminó dilucidando ese asunto, 
pero más allá de eso el tono de la discusión y el estilo que asumió en aquel momento el señor director Canon 
en el relacionamiento con los funcionarios a mí me llamó bastante la atención o, por lo menos, creo que no 
está en línea con lo que se supone debe ser una actitud constructiva en la dirección de apuntalar relaciones 
laborales sanas, aun en la discrepancias. 


Reitero, las denuncias que se vienen a plantear hoy son realmente importantes, por decir lo menos. Con 
relación al tema que se vincula con las calificaciones, si llegara a confirmarse que habrían sido adoptadas de 
forma arbitraria, obviamente estamos frente a una circunstancia muy complicada. Creo que lo que los 
trabajadores nos han venido a decir o, en tal caso, han sugerido, es que ha habido un comportamiento del 
director -directa o indirectamente-, supongo que incidiendo en algún otro jerarca o en algún tribunal 
calificador -no sé a quién le corresponde esa competencia-, para que determinado funcionario, en su 
condición de dirigente sindical y de presidente del sindicato, sufriera un perjuicio en la calificación. Lo 
mismo en lo que refiere a otro integrante de la directiva sindical. Creo que esto merece respuestas muy claras 
y muy concretas del propio jerarca y de la Dirección Nacional de Aduanas. 


Con relación a la investigación administrativa, realmente me impacta que un procedimiento administrativo se 
sustente en opiniones o, en tal caso, en la necesidad de investigar el alcance de determinada opinión o punto 
de vista. Si esto llegara a confirmarse, creo que sería lesivo por sí mismo del fuero sindical. Se supone que el 
fuero sindical es la protección del dirigente sindical para no ser perseguido o despedido, pero al mismo 
tiempo para que pueda ejercer la función sindical con la más alta libertad, entre otras cosas por sus opiniones 
con relación al lugar y condiciones de trabajo. 


Como decía el señor diputado Andrade Lallana, y como es habitual, tendremos que convocar a las 
autoridades. Ahora, quiero ser muy enfático en algo: me parece que es muy importante que en este caso las 
autoridades sean o, por lo menos, estén encabezadas por el director Canon porque me parece que aquí 


estamos en el plano de lo institucional pero ha habido referencias que creo que conducen directamente a la 
persona del director. Aquí creo que más que un problema entre la institución sindical y la institución 
Dirección Nacional de Aduanas hay una dificultad en el relacionamiento entre los trabajadores y el jerarca. 
Me parece que eso es así y no podemos desconocerlo; es una realidad que rompe los ojos. 


Entonces, pregunto específicamente sobre el tema de la nocturnidad. También quisiera saber si en la 
resolución que dispone la investigación administrativa concretamente se hace referencia a que ese es el 
objeto de la resolución -no sé si ustedes la tienen; capaz que la pueden proporcionar ya que sería un 
documento de importancia para nuestro trabajo- y con relación a las calificaciones pregunto de quién es la 
competencia o la tarea de calificar, si es del jerarca inmediato del funcionario calificado o si funciona un 
sistema de tribunales o comisiones de calificación, simplemente a los efectos de completar la información. 


SEÑOR DECIA (Juan Pablo).- Con relación a la primera pregunta que tiene que ver con el pago de la 
nocturnidad, finalmente el año pasado, y luego de una ardua lucha a nivel sindical e individual, se 
pudo lograr la reducción de la jornada en términos porcentuales, tal cual lo establece la Ley N” 19.313 
para la actividad privada. Desde un comienzo, cuando se planteó el tema de la nocturnidad, nosotros 
abogamos por la aplicación de la ley que regula la nocturnidad por el Estatuto del Funcionario Público 
-para el sector público-, pero se encontró esta solución intermedia que no distingue si es para el sector 
privado o público, pero establece una reducción porcentual de la jornada para todos los funcionarios 
apostados en la noche. O sea que por ese lado el conflicto tuvo solución y le agradecemos a la Comisión 
el trabajo que realizó en ese sentido; el habernos recibido y considerado esa situación cuando se 
presentó el sindicato contribuyó a la solución de ese conflicto. 


En lo que tiene que ver con la investigación administrativa, lamentablemente en este momento no 
disponemos de la resolución, aunque podríamos hacer los oficios para conseguirla y proporcionarla a la 
Comisión. En el momento en que fue citado el presidente se le aclaró que fue por los dichos que él había 
vertido en la prensa y que tenían que ver con la falta de controles en los puestos de Aduana. Como bien dijo 
el señor diputado, eso lo vimos como una afectación a los fueros y el presidente del sindicato se limitó a decir 
que estaba amparado en los fueros que, como tal, tenía a la luz de los Convenios Internacionales N* 87 y 

N* 98 y de la Ley N* 17.940. Esa fue la respuesta que dio en la oficina de sumarios, lo que también generó 
mucha molestia de parte del instructor sumariante, del director y de todas las jerarquías allí presentes porque 
no se movió de esa respuesta que creo que era lo que correspondía hacer por la investidura de dirigente 
sindical. 


Respecto a la calificación por metas, el Decreto N* 403, de 2013, que regula el desempeño de metas, en su 
artículo 12 establece cuál es el mecanismo: primero hay una evaluación por parte del superior inmediato - 
quien califica al funcionario y le atribuye la puntuación-, luego se notifica al funcionario, hay un 
procedimiento de discrepancia -donde el mismo puede plantear que discrepa por los motivos que entienda 
pertinente-; después eso se eleva al director de división y este emite un pronunciamiento que puede ser 
coincidente, o no, con el superior inmediato del funcionario. Si se mantiene la calificación inicial -es lo que 
ha pasado en este caso- pasa al Tribunal de Evaluación que se constituye para la evaluación del funcionario 
público y recién entonces se perfecciona el acto administrativo pasible de ser recurrido. 


En este caso particular ya se sortearon las dos primeras instancias: existió la evaluación del superior 
inmediato -del presidente del sindicato- y del director de división, quienes mantuvieron el abatimiento inicial, 
por lo cual pedimos que pase al tribunal, y ahora estará a su estudio; en definitiva, el tribunal va a resolver y a 
dictar el acto administrativo que será pasible de los recursos correspondientes en caso de que esto se 
mantenga. Nosotros abogamos por que esto se dilucide en otro ámbito y no a través de la vía recursiva que 
puede terminar en el TCA, con todo el tiempo que eso genera y que todos conocemos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Los planteamientos de la delegación sindical, de la Asociación de 
Funcionarios de Aduanas, han sido múltiples en esta Comisión desde hace bastante tiempo; la ausencia 
de diálogo, el no cumplimiento de la negociación colectiva del sector público y las dificultades para 
encarar un proceso en el cual se tenga en cuenta la opinión del sindicato y su derecho a hacer 
planteamientos han sido permanentes. 


Hoy se agrega un hecho -por lo que ustedes informan- que preocupa en forma extrema porque, en realidad, 
cuando el presidente de una organización sindical desarrolla una opinión a través de la prensa está 
representando al conjunto de los funcionarios y si no es así será la asamblea la que le dirá qué es lo que tiene 
que hacer, pero -en todo caso- plantearse el mecanismo de investigación administrativa -sobre el cual no 
vamos a prejuzgar- configura una situación de intento de presión sobre la organización sindical. En ese marco 
nos parece que es una situación por demás preocupante. 


Como Comisión, vamos a convocar a la Dirección y a solicitar -no lo podemos definir, mucho menos 
imponer- que esté presente aquí el señor director, con relación al cual se han hecho múltiples planteamientos 
por parte de la organización sindical porque el tema de la negociación colectiva es fundamental y no hay 
aspectos que puedan ser menores. En esta Comisión hemos tenido hechos graves, como los despidos de los 
trabajadores citrícolas del norte del país, la actitud antisindical y antitrabajadores que se realizan en algunas 
avícolas del país desconociendo los más elementales derechos de salud laboral, pero también lo es cuando al 
mismo tiempo se produce en la órbita estatal un desconocimiento de la organización sindical, de su derecho a 
hacer planteamientos y de la negociación colectiva, por lo tanto, son temas que merecen ser analizados por 
esta Comisión. Seguramente, el conjunto de miembros de la Comisión va a estar conteste a convocar a la 
brevedad posible a la Dirección Nacional de Aduanas porque nos parece que hay que intentar por una vez 
retomar un proceso de intercambio, de diálogo, de negociación, sin el cual estas negociaciones se agravarían. 
Entonces, seguramente el conjunto de la Comisión va a tomar cartas en el asunto. El señor diputado Andrade 
Lallana señalaba las limitaciones que tiene la Comisión como tal, pero vamos a hacer el esfuerzo por 
convocar a la Dirección Nacional de Aduanas con el fin de trasmitir la preocupación que tenemos por tratar 
de sanear el clima de relacionamiento que existe en el organismo, que ha dado origen a múltiples denuncias. 
Nos parece importante que podamos acceder a un proceso de intercambio, de diálogo, que pueda acercar a las 
partes. 


SEÑOR PINTOS (Basilio).- Hay que conocer el origen de la historia: la madre de todas las desgracias 
de la Aduana es el Decreto N* 204/2013. Esto no fue negociado y si no se revé, si no hay un tratamiento 
parlamentario -porque es acá donde tendría que haberse tratado la reestructura de la Aduana-, no 
vamos a llegar a ningún lado. 


(Ocupa la presidencia el señor representante Wilson Aparicio Ezquerra Alonso) 


SEÑOR DECIA (Juan Pablo).- Complementando lo que decía Basilio Pintos y sin perjuicio de que el 
tratamiento jurídico que debió dársele a la reestructura a nuestro juicio debió ser el de una ley y no de 
un decreto del Poder Ejecutivo, este decreto fue impugnado por la asociación y actualmente se está 
sustanciando una acción de nulidad ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo. Por lo tanto, 
tendremos novedades a corto plazo por parte de ese organismo. 


Muchas gracias por recibirnos. 
(Se retira de sala la Asociación de Funcionarios Aduaneros) 


(Ingresan a sala representantes de Eco Fripur, emprendimiento cooperativo) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión da la bienvenida a una delegación de Eco Fripur, integrada por 
la señora Mariana Mendy, por el equipo de gestión del proyecto; el secretario, señor Jorge Bentancur; 
el tesorero, señor Ernesto Núñez; el señor Carlos Vega, por el Suntma; el asesor técnico, Alejandro 
Uval, y el señor José Umpiérrez. 


SEÑOR NÚÑEZ (Ernesto).- Fui representante de los trabajadores de la exempresa Fripur en nuestro 
sindicato de rama, el Suntma, y actualmente soy integrante de la directiva del emprendimiento 
cooperativo Fripur. 


Más allá de toda la situación que se generó a raíz de la quiebra de la empresa, creemos que es bueno plantear 
cómo llegamos a esta instancia. Con anterioridad a la quiebra, la empresa entró en concurso en agosto de 
2014 y comenzó sorteando, desde nuestro punto de vista, la primera etapa que es la ley concursal, o sea el 
análisis de la viabilidad de la empresa. A nuestro modesto entender, esa etapa se pasó por encima, porque no 


se hizo un análisis de viabilidad de la empresa. Se comenzó con una liquidación de agosto de 2014 que 
concluyó el 18 de agosto de 2015. Ante el escenario de esta liquidación y en base a la ley de concurso, estaba 
la posibilidad de que los trabajadores pudiéramos brindar una solución para que no se perdiera la unidad 
productiva y para respaldar a esa masa de novecientos sesenta trabajadores generando la posibilidad de la 
continuidad laboral. Creamos un proyecto respaldado por la Universidad de la República -que nos dio su total 
apoyo desde un comienzo-, por la central de trabajadores del PIT CNT y por técnicos reconocidos 
internacionalmente en el área de la pesca. En base a ese proyecto, que también contó con el aporte de los 
extrabajadores de Fripur, elaboramos una propuesta. Nos enorgullecemos en decir que al presentarla en la 
Justicia no tuvo ni una sola objeción. Se analizó desde lo económico, desde la perspectiva que como ustedes 
sabrán se realizó del 2016 al 2030. Además, debemos señalar que estaba enfocado no solo a la reactivación 
de esta empresa, sino a la de toda la pesca en general, basado en la misma producción que tenía Fripur y en 
una innovación que generaría al país la posibilidad de volver a cobrar o a hacer efectiva la deuda que este 
grupo económico dejó en el momento en que se retira de la gestión. 


Cuando digo que el proyecto no contó con ninguna objeción, quizás estoy faltando a la verdad porque, en 
realidad, sí existía una objeción que era la económica. Como extrabajadores lo que pusimos como respaldo 
económico a este proyecto fueron los créditos laborales de los novecientos sesenta trabajadores que no fueron 
contemplados en el informe de la sindicatura. 


Por otro lado, considerábamos que estos créditos laborales no eran suficientes para entrar dentro de la oferta 
de la venta que era de US$ 15.000.000. Por tanto, propusimos al Gobierno que participara directamente en 
este emprendimiento, aportando no solo lo que faltaba de esa parte económica mediante una cesión de deuda 
del Banco República, sino que participara directamente para que fuera cogestionador de este emprendimiento 
y para que generara políticas de pesca que brindaran más mano de obra y no solo para los trabajadores de 
Fripur. Al parecer el Poder Ejecutivo no comprendió la propuesta; en más de una oportunidad se dijo de 
forma errónea -y tratamos en todas las instancias de corregir ese error de interpretación- que el Gobierno 
uruguayo no puede hacerse cargo de US$ 15.000.000. Nosotros hacemos una simple cuenta. Al Banco 
República, cuyo eslogan es “el Banco País” el grupo económico le debe solamente US$ 59.000.000; estamos 
hablando de US$ 15.000.000; al BPS se le deben US$ 19.000.000 y estamos hablando del Estado uruguayo. 


Por otro lado, están las deudas que esta empresa o este grupo económico genera con los entes públicos, por 
ejemplo UTE, el más grande. O sea que estamos hablando de una liquidación de una empresa en 

US$ 15.000.000 y estamos sumando casi US$ 80.000.000 que este grupo irresponsable, cuando se retira, deja 
al Estado con una deuda de casi US$ 100.000.000. 


Aparte de ese déficit que genera en el Estado, hace que novecientos sesenta trabajadores queden sin trabajo. 
Era un hecho que no íbamos a volver a trabajar en la empresa. 


En el primer momento, lo que buscamos fue una solución por eso generamos ese proyecto. Además, 
participamos al Gobierno uruguayo para que conjuntamente con los trabajadores gestionara este nuevo 
emprendimiento para que existieran los controles estatales de ese dinero invertido. Reitero, no es dinero, es 
una cesión de derechos del Banco República. El banco, debido a su ley orgánica, no puede hacer esto. Está 
bien, es cierto, no lo pude hacer, pero sí mediante directivas del Poder Ejecutivo. De hecho, ya se ha llevado 
a cabo, porque otrora se ha dado el apoyo a empresas que en definitiva terminaron sin existir y en este caso 
no se la dio a novecientos sesenta trabajadores. Nuestra garantía es nuestra fuente de trabajo, es Uruguay y no 
nos vamos a ir a otro parte. 


Quería decir esto porque no se entendía o no se quiso entender cómo el Gobierno podía participar de este 
emprendimiento. La forma de participación era esa y no significaba que el Poder Ejecutivo o el Gobierno 
uruguayo diera US$ 15.000.000 a un emprendimiento de trabajadores sino que participara directamente de él, 
mediante una cesión de deuda de US$ 59.000.000 que el Grupo Fernández quedó debiendo al Banco 
República. Pues bien: no se entendió así. El Poder Ejecutivo, mediante su vocero que fue el Ministro de 
Trabajo y Seguridad Social, el señor Ernesto Murro hizo las veces de nexo entre los trabajadores y la 
presidencia de la República; el propio Tabaré Vázquez fue quien se hizo cargo de esta coordinación, pero no 
se entendió. 


Desde un primer momento se hizo público en la prensa que esto era una definición judicial, lo cual es un 
craso error. Era un proceso judicial y no una decisión judicial. Durante el proceso judicial es cuando los 
trabajadores dieron la oportunidad del Poder Ejecutivo de, conjuntamente con los trabajadores, allanar esta 


situación. Pasaron los meses, de esta situación ya van ocho meses, y el Poder Judicial tuvo que tomar una 
definición. 


Como dije al principio, el proyecto nunca tuvo ningún tipo de objeción a no ser la económica. En el proceso 
de seis meses, el Poder Ejecutivo, mediante directivas al Banco República podría haber allanado el camino y 
nosotros, conjuntamente con el Gobierno uruguayo, hoy día podríamos estar generando mano de obra para 
esos trabajadores que hoy quedan sin trabajo y quizás -está previsto en nuestro proyecto- para más personas. 
Pues bien: esto no se entendió y se dijo que dependía de una decisión judicial. La decisión judicial, llegado el 
momento, tuvo que decidir entre dos informes. Uno, que hablaba de un emprendimiento cooperativo que 
tenía un excelente proyecto pero que no tenía financiación o respaldo económico y, otro, que en realidad, no 
tenía sustancia porque no es un proyecto productivo y ustedes lo sabrán porque adjuntamos la documentación 
del proyecto del holding canadiense. Repito, no es un proyecto productivo. Es más, si uno lee por encima y 
en el desconocimiento legal que tenemos como trabajadores la ley de concurso, se optimiza por sobre todas 
las cosas la posibilidad de generar fuentes de trabajo. Este emprendimiento canadiense dice que en su 
primera etapa va a tomar a cien trabajadores, noventa tripulantes y catorce personas para administración, 
siempre y cuando estas personas cumplan con los requisitos de la empresa. En definitiva, de los 
extrabajadores de Fripur, en este emprendimiento no va a entrar nadie por la cláusula que especifica que van 
a entrar aquellos que cumplan con los requerimientos. O sea, se está pasando por encima de lo que es el 
espíritu de la ley de concurso, que se genera para que luego del desmantelamiento de una unidad productiva, 
los trabajadores no queden en la calle. Pues bien, la justicia ahora sí tuvo que definir y lo hace porque tiene 
un buen proyecto sin financiación, sin respaldo económico, y tiene otro, que no es un proyecto productivo ni 
soluciona ninguna realidad, pero dice contar con US$ 15.000.000. 


Volvemos al principio: el Banco República perdió US$ 59.000.000, el BPS US$ 19.000.000 y así podemos 
seguir hablando del Estado uruguayo, y la empresa se vende por US$ 15.000.000. 


Hoy en día seguimos entendiendo que lo que nosotros hicimos fue generar una solución al problema. 
Lamentablemente, no tuvo la misma lectura que le hicimos nosotros, y no se contempló 


En la última reunión que tuvimos con el vocero del Poder Ejecutivo, el señor ministro Murro, al no tener el 
respaldo del Poder Ejecutivo, le pregunté cómo se iba a resolver la problemática de estos novecientos sesenta 
trabajadores, y él me respondió que ellos se iban a hacer cargo del costo social. 


En realidad, creo que comprendí el mensaje; además, el ministro Murro nos dijo que se había reunido con los 
otros ministros implicados -es decir, de Economía y Finanzas; de Ganadería, Agricultura y Pesca, y de 
Industria, Energía y Minería- y que habían decidido que no iban a apoyar el proyecto de los trabajadores, 
pero que iban a hacer cargo del costo social. Y con esto entramos -después de esta reseña- en el área sobre la 
que quería hacer hincapié. 


El costo social, de acuerdo a nuestro entender -el de los trabajadores-, implica dos instancias que, desde mi 
punto de vista, son fundamentales. En primer lugar, debemos saber qué sucederá con esos trabajadores, que 
anteriormente eran novecientos sesenta y actualmente son quinientos cincuenta. En realidad, las personas que 
actualmente están en el BPS, cobrando un seguro especial que se otorgó a través de un decreto firmado por el 
ministro Murro son quinientas cincuenta. ¿Por qué bajó el número? Porque muchos trabajadores eran 
contratados, otros se jubilaron -aunque fueron los menos-, y otros compañeros, por su edad y por no tener un 
oficio específico, obtuvieron una oportunidad laboral en otro lado. 


Por lo tanto, actualmente son quinientos cincuenta los trabajadores que estaban haciendo uso de ese seguro 
de paro, que se extinguió el 30 de abril. Esa es la razón por la que teníamos tanto interés en trasladar este 
problema a los señores diputados. 


En realidad, el seguro de paro especial -que, como dije, fue firmado por el ministro de Trabajo y Seguridad 
Social- tenía fecha de caducidad: el 30 de abril. ¿Por qué se puso esa fecha? Porque ese día iba a cambiar la 
carátula de nuestro seguro de paro, considerando que íbamos a ser despedidos, tal como ocurrió. Y yo me 
pregunto: ¿qué se solucionó con respecto a la situación que se suscitó desde un principio? Absolutamente 
nada. 


También debemos preguntarnos por qué cuatrocientos trabajadores consiguieron trabajo en ocho meses y 
quinientos cincuenta no. En realidad, la respuesta es sencilla: los quinientos cincuenta trabajadores estamos 


en una franja etaria mayor a los cuarenta y cinco años de edad y, además, tenemos un oficio específico -que 
lamentablemente se está perdiendo en el país-, que es el de la pesca. Desafortunadamente, el oficio se está 
perdiendo en todas sus áreas, tanto lo que hace el compañero, que tira una red en el mar, hasta el que realiza 
el último proceso en la planta. 


Pues bien, el problema del seguro de paro es uno de los que hoy queremos plantear. 


Lo que nosotros pretendemos es que se busque una solución, pero teniendo en cuenta una salida laboral, ya 
que no queremos seguir de por vida en un seguro, aunque de hecho, como dije anteriormente, ya se terminó. 
En realidad, lo que pretendemos, en una primera instancia, es que se contemple la posibilidad de que se 
genere un seguro especial para los quinientos cincuenta ex trabajadores de Fripur, hasta que cada uno de los 
trabajadores damnificados por la mala gestión del grupo empresarial y por no haberse buscado una solución - 
que nosotros creemos que también es responsabilidad del Poder Ejecutivo- encuentre una oportunidad laboral 
dentro del magro mercado existente. Sin duda, sabemos que es difícil, pero también sabemos que alguien 
tiene que dar una respuesta a estas quinientas cincuenta familias que hoy tienen problemas de vivienda, y que 
en muchos casos no pueden pagar la factura de la luz. En realidad, es como si por Rondeau y Freire también 
hubiera pasado un tornado. Sin duda, es jodido hacer comparaciones, pero esta no es una comparación: hace 
ocho meses que algunos compañeros, con el magro seguro de paro que cobramos -aunque estamos 
agradecidos porque se trata de un seguro especial-, a duras penas hemos podido pagar la luz, y aquellos que 
pagaban alquiler tuvieron que ir a vivir a la casa de algún familiar; eso es un hecho. 


Por lo tanto, venimos a la Comisión de Legislación del Trabajo a decir que nosotros necesitamos que el 
Parlamento dé una respuesta a esos quinientos cincuenta trabajadores que hoy no tienen oportunidad de 
comenzar a trabajar nuevamente debido a la situación del mercado y a la franja etaria que atraviesan, que los 
compromete en gran medida. Además, tienen un oficio: son trabajadores de la pesca, que hoy está parada, ya 
que esta industria no está trabajando en este momento. 


Entonces, nosotros necesitamos que se elabore un proyecto de ley que ampare a estos quinientos cincuenta 
trabajadores hasta que puedan acceder a una fuente de trabajo segura, debido a su edad, o que se busque 
algún otro tipo de solución para aquellos que están más cerca de jubilarse. En realidad, tenemos que ver 
cuáles son las posibilidades, pero hasta que estas no surjan, el trabajador debe contar, por lo menos, con un 
seguro de paro especial para poder soportar la situación, la que no fue generada por ellos. 


Por otra parte, en un comienzo, nosotros pretendíamos que el Banco República hiciera una cesión de deuda, 
por supuesto, mediante directivas del Poder Ejecutivo; ahora volvemos a pedir lo mismo, pero no lo hacemos 
para que sea un respaldo de un proyecto productivo, sino para que los trabajadores, por lo menos en esta 
etapa, puedan contar con el cobro de sus créditos laborales. En realidad, volvemos a la misma ecuación que 
hicimos anteriormente: se deben US$ 59.000.000 al BROU y US$ 19.000.000 al BPS, y recién después están 
los trabajadores. Por lo tanto, si la empresa se vende a US$ 15.000.000 los trabajadores no podrán cobrar los 
créditos laborales; eso es un hecho. 


Entonces, al igual que en determinado momento pedimos al Poder Ejecutivo que nos respaldara 
económicamente para llevar el proyecto productivo adelante, ahora lo hacemos para que los trabajadores 
puedan cobrar los créditos laborales mientras estén en el seguro de paro especial y no consigan una solución 
laboral. 


En realidad, mantuvimos algunas reuniones en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, y la sindicatura 
nos informó que con lo generado de la venta solo puede cubrir el 70% de los créditos laborales; o sea que ni 
siquiera podemos hacernos de esa ganancia que por más de veinte años muchos trabajadores generaron en esa 
empresa. 


Esas son las dos patas fundamentales que queríamos plantear a la Comisión. Seguramente, los compañeros se 
van a extender un poco más contando la historia que nos llevó a todo esto, pero yo solo quería hacer 
referencia a esas dos puntas, que creo que son fundamentales y son las que nos preocupan actualmente. 
Como dije, el 30 de abril se terminó el seguro especial, y como tenemos causal de despido, vamos a pasar al 
seguro de paro común, y luego de eso, la masa de trabajadores quedaremos sin empleo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Solo quiero informar a los integrantes de la delegación que a la hora 15 hay 
una sesión extraordinaria de Cámara, por lo que a dicha hora deberemos levantar la sesión. Por lo 
tanto, es posible que todos no puedan hacer uso de la palabra. Por esa razón, podemos coordinar otra 
visita, ya sea para mañana o para algún otro día de la semana que viene. 


Quiero aclarar que debemos levantar la sesión porque el Reglamento nos prohíbe sesionar cuando el plenario 
está reunido, y no por falta de disposición para atenderlos. 


Además, aportaron datos importantes, y creo sería interesante ahondar en ellos. 
Antes de cederle la palabra el señor Vega quisiera hacer algunas consultas. 


Quisiera saber a cuánto ascendería el costo de los créditos laborales y si con la nueva empresa se firmó algún 
convenio tendiente a generar una bolsa de trabajo, dando prioridad a los ex funcionarios. 


SEÑOR VEGA (Carlos).- Soy el secretario general del sector pesca. 


Por supuesto, la pregunta realizada por el presidente de la Comisión es importante. Creo que lo relativo a la 
bolsa de trabajo hay que resolverlo en este ámbito, y para toda la industria de la pesca, ya que este no es un 
problema solo de los quinientos cincuenta trabajadores de Fripur. En realidad, con los compañeros portuarios 
plasmamos en papel algunas ideas con respecto a la bolsa de trabajo, ya que creemos que no solo va a atender 
la desocupación existente, sino también la desregulación que hay dentro del puerto de Montevideo. 


En ese sentido, nosotros presentamos algunas denuncias, avaladas con documentos, ya que dentro del recinto 
portuario -estamos hablando de uno de los puertos más avanzados de América del Sur-, en pleno siglo XXI, 
la desregulación camina sin problemas. 


Asimismo, en algunas asambleas que llevamos a cabo con los compañeros de Fripur, y en nuestra propia 
asamblea general, hablamos de la posibilidad de elaborar una ley relativa a una bolsa de trabajo que permita 
atender los momentos difíciles que atraviesa la industria de la pesca, considerando que este problema no solo 
se da ahora, sino que es algo que se viene agudizando cada vez más. 


Además, creemos que en estos ámbitos debería elaborarse una política de Estado, ya que no compartimos lo 
que dicen el director de la Dinara, el director Nacional de Recursos Acuáticos o el ministro de Ganadería, 
Agricultura y Pesca en cuanto a que en la ley de pesca hay una política de Estado. En realidad, lo que hay es 
una ley que regula las relaciones determinadas en el sector, pero eso no constituye una política de Estado. 


Por lo tanto, creo que se deberá profundizar en una política de Estado con respecto a la pesca, que no solo 
apunte a la conservación de puestos de trabajo, sino también a la diversidad de los productos y de las artes de 
pesca, ya que creo que este es un problema que atañe a todos. 


Por otra parte, los compañeros de Fripur tenían un seguro de paro especial hasta el 30 de abril, y después de 
esa fecha quedaban despedidos, por lo que la situación se agrava. Por lo tanto, de acuerdo a las normativas, 
se cortó el seguro de paro. No solo es importante la parte monetaria porque es el único sustento económico 
que tienen, sino que también hay otra cosa: todos quedan sin cobertura médica, y hay muchos gurises. Por 
supuesto, la próxima vez que vengamos vamos profundizar en este tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Vamos a intentar hablar con los síndicos. Si conseguimos que vengan 
mañana, a lo mejor ustedes pueden venir la semana próxima, porque me parece prioritario tratar de 
encontrar una solución de mediación que dé celeridad a la firma. 

Por otro lado, quiero saber cuál es el monto de los créditos debidos. 


SEÑOR VEGA (Carlos).- El monto que se adeuda a los trabajadores equivale a US$ 7.000.000. 


SEÑOR NÚÑEZ (Ernesto).- La sindicatura nos comunicó que habría solamente US$ 2.400.000 de la 
liquidación de la venta para hacer frente a esa deuda de US$ 7.000.000 que mencionó el compañero. 


SEÑOR BENTANCUR (Jorge).- Nos interesa hablar de cómo se gestó y desarrolló el proyecto a partir 
de las instancias que se han venido dando, pero como el tiempo que tenemos no nos va a permitir 
exponer lo que queremos, preferimos dejarlo para otra instancia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de los representantes de EcoFripur. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


